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Las elecciones autonómicas vascas de 2012 se celebraron el 25 de octubre. El 20 de noviembre, el 

Parlamento Vasco dio inicio a la X Legislatura. Iñigo Urkullu Renteria fue investido Lehendakari el 13 de 

diciembre. Tras la toma de posesión de sus consejeros, el Consejo de Gobierno celebró su primera reunión 

el 18 de diciembre. 

&DWRUFH�PHVHV�DQWHV��HO����GH�RFWXEUH�GH�������(7$�KDEtD�DQXQFLDGR�HO�´FHVH�GHÀQLWLYR�GH�VX�DFWLYLGDG�
armada”. Por primera vez después de décadas, la política y la sociedad vasca iniciaban una Legislatura sin 

la amenaza de la violencia y el terrorismo. 

En este contexto, una de las primeras decisiones adoptadas por el Lehendakari Iñigo Urkullu Renteria fue 

la creación de una Secretaría General para la Paz y la Convivencia, adscrita a la Presidencia del Gobierno 

Vasco y bajo la dependencia directa del Lehendakari. El 30 de enero de 2013, el Lehendakari designó a 

Jonan Fernandez, Secretario General para la Paz y la Convivencia. 

Esta Secretaría integró en una misma estructura dos direcciones adscritas a departamentos diferentes: 

la Dirección de Víctimas que formaba parte hasta entonces del Departamento de Interior y la Dirección de 

Derechos Humanos inserta previamente en el Departamento de Justicia. De este modo, la nueva estructura 

de la Secretaría General para la Paz y la Convivencia contó con una única Dirección de Víctimas y Dere-

chos Humanos, al frente de la cual fue nombrada Monika Hernando.

A lo largo de esta Legislatura, el Gobierno Vasco ha aprobado 14 planes estratégicos, el primero de ellos 

en noviembre de 2013, fue el Plan de Paz y Convivencia, del que han emanado 18 iniciativas y un gran 

número de programas y actuaciones derivados de los mismos. Esta colección de libros recopila en siete 

volúmenes los principales documentos generados a lo largo de esta Legislatura en el marco del desarrollo 

del Plan de Paz y Convivencia 2013-16.

La estructura de estos siete libros atendiendo a sus títulos es la siguiente: (1) Proyecto general, (2) 

&ODULÀFDFLyQ�GHO�SDVDGR������9tFWLPDV������0HPRULD������3ROtWLFD�3HQLWHQFLDULD������(GXFDFLyQ��\�����&XOWXUD�
de convivencia y Derechos Humanos. Este quinto libro contiene los documentos relativos al ámbito de las 

políticas penitenciaria y de reinserción.

Presentación general 
de esta compilación de siete libros
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Durante las dos últimas décadas, en el caso de los presos y presas de ETA, la política penitenciaria ha 

sido explícitamente empleada como una herramienta más de la lucha contra el terrorismo. En base a este 

REMHWLYR�VH�KDQ�MXVWLÀFDGR�PHGLGDV�FRPR�HO�DOHMDPLHQWR��R�OD�DSUREDFLyQ�HQ������GH�YDULDV�OH\HV�RUJiQLFDV�
que han alargado las penas hasta máximos que lindan con la cadena perpetua y que condicionan la eje-

FXFLyQ�SHQLWHQFLDULD�\�ORV�SURFHVRV�GH�UHLQVHUFLyQ��GH�IRUPD�HVSHFtÀFD��SDUD�ODV�SHUVRQDV�FRQGHQDGDV�SRU�
delitos de terrorismo.

Desde octubre de 2011, la amenaza del terrorismo ha desaparecido de la política vasca. Si la política 

penitenciaria ha sido durante años una herramienta al servicio de la lucha contra el terrorismo, parece lógico 

que ahora, cuando este ha acabado, forme parte de una política de convivencia, y ello no solo porque se 

haya producido este cambio histórico sino porque constitucionalmente queda establecido que la función de 

la pena debe ser la reeducación y la resocialización.

6LQ�HPEDUJR��GHVGH�HO�ÀQDO�GHO�WHUURULVPR�HQ������KDVWD�������QR�KD�KDELGR�SRU�SDUWH�GH�OD�$GPLQLVWUD-

ción del Estado ningún replanteamiento en este sentido. A pesar de los requerimientos y propuestas que el 

Gobierno Vasco ha realizado, la política penitenciaria ha seguido desarrollándose como si ETA continuara 

actuando.

7DPSRFR�SRU�SDUWH�GH�ORV�SUHVRV�\�SUHVDV�GH�(7$�\�GH�VX�HQWRUQR�SROtWLFR�VH�KDQ�GDGR�VXÀFLHQWHV�SDVRV�
HIHFWLYRV�TXH�PRGLÀFDUDQ�VX�QHJDWLYD�D�XWLOL]DU�ODV�YtDV�OHJDOHV�SDUD�OD�SURJUHVLyQ�GH�JUDGRV�\�OD�UHLQVHU-
FLyQ��+D�KDELGR�DQXQFLRV�GH�FDPELR��SHUR�QR�KHFKRV�HIHFWLYRV��(Q�OD�SDUWH�ÀQDO�GH�OD�/HJLVODWXUD��FXDQGR�
el año 2016 está ya muy avanzado, parece atisbarse la proximidad de algunos cambios en este sentido.

Desde la perspectiva de la realidad interna de la sociedad vasca, esta cuestión tiene una importante 

incidencia en el marco de convivencia. El Gobierno Vasco y las instituciones vascas han manifestado rei-

teradamente su voluntad de promover una nueva política penitenciaria y de resocialización, basada en los 

principios legales de individuación, humanidad y reinserción.

No debe olvidarse, por otra parte, que el Estatuto de Gernika prevé la transferencia de la competencia 

de los centros penitenciarios al Gobierno Vasco en cumplimiento de lo que establecen sus artículos 10.14 

\�������&XDQGR�KDQ�SDVDGR����DxRV�GHVGH�OD�DSUREDFLyQ�GH�HVWD�/H\�2UJiQLFD��WRGDYtD�VLJXH�VLQ�KDFHUVH�
efectivo el traspaso de esta competencia.

A pesar de ello, el Gobierno Vasco dispone en este contexto de capacidades que, aunque con limita-

ciones, le permiten actuar. En concreto, puede promover actividades extrapenitenciarias orientadas a la 

reinserción de la persona presa y al apoyo asistencial a su resocialización, sin perjuicio de que este trabajo 

se inicie mientras esta se encuentra en prisión.

(Q�HVWH�PDUFR�GH�FRPSHWHQFLDV��OLPLWDFLRQHV��SRVLELOLGDGHV�\�GLÀFXOWDGHV��HO�SULPHU�GRFXPHQWR�HODERUDGR�
por la Secretaría General para la Paz y la Convivencia en esta Legislatura es de mayo de 2013 y se titula: 

“Principios de actuación del Gobierno Vasco en materia de Política Penitenciaria”. Se recoge en este libro 

como Documento 1. Del mismo modo que en otras áreas de actuación, este primer texto establece el punto 

de partida desde el que se inicia la Legislatura.

A partir de ese momento y cumpliendo con lo establecido en la Iniciativa 8 del Plan de Paz y Convivencia, 

el Gobierno Vasco presentó en septiembre de 2014 el Programa Hitzeman, una iniciativa de apoyo a los 

procesos legales de resocialización de personas presas, que se reproduce en este libro como Documento 2.

Presentación de este libro
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Dos meses más tarde, en noviembre del mismo año, y como complemento al Programa Htzeman, la Se-

cretaría General para la Paz y la Convivencia presentó la propuesta Zuzen Bidean (Documento 3 de este 

OLEUR���FRQ�´���SURSRVLFLRQHV�SDUD�UHFRPSRQHU��WUDV�HO�ÀQ�GH�(7$��HO�HVWDGR�GH�QRUPDOLGDG�HQ�HO�GHUHFKR�SH-

nal y penitenciario, y contribuir a la normalización social y política de la convivencia”. Tras la presentación de 

estos dos documentos se inició un recorrido de debate sobre su contenido y también de contraste práctico.

En este contexto, un equipo compuesto por profesores de las tres universidades vascas hicieron una 

DSRUWDFLyQ�HVSHFtÀFD�D�HVWH�GHEDWH�TXH�HQ�HVWH�OLEUR�VH�UHFRJH�FRPR�'RFXPHQWR����´5HLQVHUFLyQ�\�SHU-
sonas presas de ETA: Análisis jurídico de su estado actual y orientaciones de futuro”. Los rectores de la 

Universidad del País Vasco, la Universidad de Deusto y Mondragon Unibertsitatea suscribieron en enero 

de 2014 un convenio con el Lehendakari por el que las tres instituciones universitarias se comprometían 

a realizar cada año una aportación compartida al desarrollo del Plan de Paz y Convivencia. La aportación 

desarrollada en 2014 se centró en la cuestión de la reinserción.

Adicionalmente, la presentación de los documentos Hitzeman y Zuzen Bidean abrió en marzo de 2015 un 

trabajo de pilotaje en dos ámbitos. Por un lado, un grupo de juristas y expertos/as, en contacto con personas 

presas y expresas, ha trabajado en la elaboración de un modelo y un protocolo de reinserción propio. Por 

otro lado, dentro del Gobierno Vasco, una mesa interdepartamental ha estudiado con casos prácticos la 

perspectiva asistencial de los procesos de resocialización.

Este recorrido de experiencia piloto da lugar a tres escritos. En primer lugar, una guía  informativa sobre 

EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�OHJDOHV�D�ORV�TXH�ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�SXHGHQ�RSWDU��/D�6HFUHWDUtD�*HQHUDO�SDUD�
la Paz y la Convivencia envió esta guía a todos los presos en abril de 2016. Se recoge en este libro como 

Documento 5. 

Finalmente el Documento 6 titulado “Reinserción y justicia restaurativa en las políticas de convivencia del 

Gobierno Vasco” recoge la síntesis de la experiencia, trayectoria, documentos e iniciativas desarrollados 

durante toda la Legislatura. Este trabajo se proyecta como el punto de partida para la elaboración de una 

norma de promoción de las políticas de reinserción con vistas a la próxima legislatura.

No se recogen en este libro, pero merecen mención especial otros dos soportes que tienen relación 

directa con la cuestión de la política penitenciaria. Por un lado, la película documental “Los valores de la 

Autocrítica” que aborda la relación entre la autocrítica y experiencias de reinserción como la Vía Nanclares 

y otras desarrolladas en Italia o en Irlanda del Norte. Esta película fue presentada en octubre de 2015 en el 

marco de las Jornadas Zuzendu y del ciclo Zinexit sobre los valores de la autocrítica (http://goo.gl/HUvJdY).

De modo complementario al documental anterior, la Secretaría General para la Paz y la Convivencia pro-

movió la edición de un libro sobre la experiencia de la Vía Nanclares. Este libro fue presentado en mayo de 

2016 con el título: “Nanclares Vis a Vis. Cara a cara con la disidencia de ETA” (Unzueta, Humberto. Erein, 

Donostia / San Sebastián, 2016).

En resumen, cabría decir que durante la Legislatura 2012-2016 la cuestión de la política penitenciaria ha 

estado sometida a un estado de parálisis. El trabajo desarrollado por el Gobierno Vasco en estos cuatro 

años ha tratado de poner las condiciones para que en la Legislatura 2016-2020 pueda abordarse un nueva 

política penitenciaria y de reinserción.
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Punto de partida
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3ULQFLSLRV� GH� DFWXDFLyQ� GHO�*RELHUQR�9DVFR�
en materia de Política Penitenciaria

I. Misión y objetivos de la política de penitenciaria en 
el actual contexto

Después de 50 años, el cese de la violencia de ETA nos sitúa ante la oportunidad histórica de la paz. La 

política penitenciaria tiene una incidencia directa en el objetivo democrático de la normalización social de la 

convivencia. Adaptar la aplicación de la política penitenciaria a este nuevo contexto es un recurso necesario 

que responde a una misión y a un objetivo democráticos.

Ã0LVLyQ. Lograr que política penitenciaria sea contribución y parte de una política global de convivencia.

Ã2EMHWLYRV��3URPRYHU�OD�ÀQDOLGDG�UHVRFLDOL]DGRUD�GH�OD�SHQD�SULYDWLYD�GH�OLEHUWDG��$UW�����&�(���\�KDFHU�
posible la revisión crítica del pasado y el reconocimiento del daño causado.

II. Tres condiciones de viabilidad
Es necesario reconocer que la política penitenciaria es materia delicada y sensible. Su tratamiento es com-

plejo. Por eso, es indispensable situarse en la realidad Desde este punto de vista, hay tres condiciones de 

viabilidad que deben tenerse en cuenta:

·Marco legal. La adaptación de la política penitenciaria al contexto actual se dará en el marco de po-

sibilidades que ofrece la legislación actual.

Ã&RQVHQVR� Esta reorientación se situará en un proceso de progresividad y amplios acuerdos.

Ã5HVSRQVDELOLGDG��Este nuevo enfoque deberá contar con el compromiso de los propios presos de dar 

los pasos que les corresponde dar.

III. Tres principios 
Ã8Q�SULQFLSLR�GH�DGHFXDFLyQ�D�OD�UHDOLGDG�VRFLDO��El artículo 3 del Código Civil establece que las nor-

mas jurídicas se interpretarán de acuerdo a “la realidad social del tiempo en que han de ser aplicadas”.

·Un principio normalidad y no excepcionalidad. La aplicación de patrones de normalidad penal y 

SHQLWHQFLDULD�HV�VLHPSUH�DFRQVHMDEOH��FRQ�PD\RU�PRWLYR�HQ�XQ�FRQWH[WR�GH�QRUPDOL]DFLyQ�\�SDFLÀFDFLyQ�

Ã8Q�SULQFLSLR�GH�QRUPDOL]DFLyQ�VRFLDO�\�JHQHURVLGDG���Después de décadas, la historia deja ante 

nosotros/as el logro de la paz. La profundidad de su valor exige de todos un esfuerzo de normalización 

y generosidad democrática para cerrar una etapa y consolidar otra.



14

IV. Un límite 
Ã(O�UHVSHWR�D�OD�GLJQLGDG�GH�ODV�YtFWLPDV��No podemos construir el futuro como si nada hubiera ocu-

UULGR�HQ�HO�SDVDGR��/D�DGHFXDFLyQ�GH�OD�SROtWLFD�SHQLWHQFLDULD�GHEH�DUWLFXODUVH�VLQ�LPSHGLU�OD�FODULÀFD-

ción de la responsabilidad que hay detrás de cada vulneración de derechos humanos y la reparación 

que merece.

V. Dos ámbitos de actuación
La actuación del Gobierno vasco en esta materia se despliega en dos ámbitos. Por una parte, las iniciativas 

propositivas para abordar aquello que no está directamente en su ámbito de competencia; y por otra, las 

iniciativas propias que puede desarrollar desde sus ámbitos de competencia:

·(Q�HO�iPELWR�GH�OD�SURSRVLFLyQ y con el objetivo de alcanzar acuerdos  el Gobierno vasco plantea las 

siguientes reivindicaciones:  

-Transferir la competencia de prisiones al Gobierno Vasco en cumplimiento de lo que establece el 

Estatuto de Gernika (Art. 10.14)

-Articular un proceso de acercamiento de los/as presos/as a cárceles próximas a sus lugares de 

UHVLGHQFLD�SRUTXH�DVt�OR�HVWDEOHFH�OD�OHJLVODFLyQ�SHQLWHQFLDULD��DUW�������GH�OD�/2*3�

�$SOLFDU�FRQ�QRUPDOLGDG�H�LJXDOGDG�GH�WUDWR�ORV�EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�RUGLQDULRV�TXH�SRU�GHUH-

cho corresponden a los/as presos/as (Artículo 4.2. del Reglamento Penitenciario) que cumplen 

los requisitos establecidos.

-Dar continuidad a procesos como los Talleres de Convivencia y los Encuentros Restaurativos en 

línea con lo que dicta en este sentido la reciente Directiva Europea de Víctimas.

-Establecer soluciones humanitarias para los presos enfermos en aplicación  del artículo 104.4 del 

Reglamento penitenciario.

-Aplicar en base el artículo 100.2 del Reglamento Penitenciario medidas de sentido común para 

aquellos presos cuyas condenas están relacionados con actividades políticas, antes ilegalizadas, 

y ahora legales.

·En el ámbito de la iniciativa propia, el Gobierno Vasco tratará de plasmar  las siguientes iniciativas:

-Presentará propuestas e iniciativas concretas como expresión de su voluntad de búsqueda de 

acuerdos y soluciones conjuntas con el Gobierno español en política penitenciaria.

-Preparará un programa propio orientado a promover procesos de reintegración social de las per-

sonas presas para explorar e impulsar las posibilidades que tanto la legislación penitenciaria como 

el Estatuto de Gernika ofrecen en materia de reinserción;

-Trabajará activamente en colaboración el Parlamento Vasco, con sus Grupos Parlamentarios y, 

especialmente, con la Ponencia de Paz y Convivencia con la determinación de tejer amplios con-

sensos socio-políticos en esta materia.
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VI. Una única estrategia: compromiso y consenso
Desde todo punto de vista, por convicción y por necesidad, en esta materia tan sensible para la convivencia 

es fundamental actuar en base al acuerdo transversal a la pluralidad de nuestra realidad sociopolítica. Esta 

es la estrategia del Gobierno Vasco: el compromiso con la búsqueda del más amplio consenso.

VII. El principal proyecto del Gobierno Vasco en políti-
ca penitenciaria 

En materia de política penitenciaria y reinserción social, el Gobierno vasco impulsará el Programa Hitze-

man. Un proyecto propio orientado a facilitar el proceso de reintegración social de las personas presas. 

La participación en este programa se canaliza mediante la adhesión inicial de cada preso/a a un compro-

PLVR�GH�FRQVROLGDFLyQ�GHÀQLWLYD�GH�OD�SD]�\�SRU�OD�FRQYLYHQFLD��$�SDUWLU�GH�HVWD�LQVFULSFLyQ��HO�*RELHUQR�
Vasco pone en marcha el programa que, según las circunstancias, permite en cada caso optar entre 

varios itinerarios.

El eje común a todos ellos lo constituye su fundamentación: compromiso y responsabilidad. De un lado, 

el compromiso de la sociedad que asume la responsabilidad de la normalización social. De otro lado, el 

compromiso de las personas presas que asumen la responsabilidad del pasado, el presente y el futuro. 

Estos fundamentos se sintetizan en su denominación: “Hitzeman”. Dar la palabra es responsabilizarse y 

comprometerse. Los objetivos de este programa son los siguientes:

·Diseñar e impulsar en materia de reinserción un programa vasco de reintegración social y promover en 

paralelo el consenso parlamentario, interinstitucional y socio-político necesario para su implementación.

Ã'HÀQLU�� GHQWUR� GHO� PDUFR� OHJDO�� YDULRV� LWLQHUDULRV� GH� FRQWULEXFLyQ� D� OD� SD]� \� OD� FRQYLYHQFLD�� FX\D�
asunción por parte de presos condenados por delitos de terrorismo, facilite o, en su caso, agilice el 

informe favorable a los procesos de reintegración social.

·Contribuir, atendiendo a la experiencia internacional, a que la política penitenciaria constituya un factor 

de consolidación de la paz y la normalización social.

El promotor de este programa es el Gobierno Vasco. No obstante, el éxito de su desarrollo dependerá de 

modo determinante de la capacidad que tenga esta iniciativa de tejer consensos entre instituciones y entre 

los propios afectados, así como de la creación de una red de entidades colaboradoras. Éstas serán funda-

mentales. Debe destacarse, en este sentido, la importancia de la participación de organizaciones sociales 

que han trabajado por la paz, los derechos humanos o solidaridad con las víctimas. Del mismo modo, el 

programa buscará apoyo expreso de instituciones europeas e internacionales.

mayo de 2013
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 Introducción
El 26 de noviembre de 2013, el Gobierno Vasco aprobó el “Plan de Paz y Convivencia 2013-

16. Un objetivo de encuentro social”. Entre sus 18 iniciativas y en materia de política peni-

tenciaria y reinserción social, contiene la previsión de desarrollo del Programa Hitzeman. En 

virtud del mismo, el Gobierno Vasco anuncia su voluntad de impulsar un programa orientado 

a facilitar procesos legales de reintegración social de personas presas.

El Programa Hitzeman se entronca en el espíritu y contenido del principio de reinserción 

que la Consitución española consagra. Según su artículo 25.2, las penas privativas de li-

bertad estarán orientadas hacia la reeducación y resocialización de las personas presas. 

Esta explicitación constitucional cobra un valor y relevancia especialmente destacado en un 

contexto de cese definitivo del terrorismo de ETA, puesto que esta circunstancia implica la 

desaparición de la amenaza de reincidencia en ese tipo de delitos. 

En consecuencia, las condiciones sociopolíticas para desplegar políticas tendentes a la rein-

serción son propicias. No solo eso, a ello debe añadirse la incidencia netamente positiva que 

una política penitenciaria legal, consensuada y orientada a la resocialización puede tener en 

la normalización social de la convivencia.

Por otra parte, entre las competencias exclusivas que el Estatuto de Gernika asigna a la 

Comunidad Autónoma de Euskadi se encuentra la competencia de instituciones peniten-

FLDULDV�� (O� DUWtFXOR� ������ HVWDEOHFH� TXH� FRUUHVSRQGH� D� HVWD� FRPXQLGDG� OD� ´2UJDQL]DFLyQ��
régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de protección y tutela de 

menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la legislación general en materia 

civil, penal y penitenciaria”. No obstante y a pesar de la reiterada reclamación de las institu-

ciones vascas, esta competencia no ha sido todavía transferida.

La iniciativa Hitzeman se sitúa en esta ambivalencia de limitaciones y posibilidades del 

actual marco constitucional, normativo y competencial. El Gobierno Vasco tiene la firme 

determinación de explorar el potencial que la legalidad ofrece para promover una política 

penitenciaria acorde al nuevo contexto en que se encuentra nuestra sociedad. Promueve 

esta iniciativa desde la responsabilidad y liderazgo que quiere asumir en su compromiso con 

la ciudadanía vasca en materia de paz y convivencia.

La actuación del Gobierno Vasco en esta materia viene recogida en el Plan de Paz y 

Convivencia 2013-16 y se despliega en dos ámbitos. Por una parte, las iniciativas propositi-

vas para abordar aquello que no está actualmente en su ámbito de competencia; y, por otra, 

las iniciativas propias que puede desarrollar desde sus ámbitos de competencia:

Ã(Q� HO� iPELWR�GH� OD�SURSRVLFLyQ�y con el objetivo de alcanzar acuerdos, el Gobierno 

Vasco plantea las siguientes reivindicaciones: 

-Transferir la competencia de prisiones al Gobierno Vasco en cumplimiento de lo que 

establece el Estatuto de Gernika (Art. 10.14).
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-Articular un proceso de acercamiento de los/as presos/as a cárceles próximas a sus 

lugares de residencia porque así lo establece la legislación penitenciaria (art. 12.1 

GH�OD�/2*3��
-Aplicar con normalidad e igualdad de trato los beneficios penitenciarios ordinarios 

que por derecho corresponden a los/as presos/as (Artículo 4.2. del Reglamento 

Penitenciario) que cumplen los requisitos establecidos.

-Dar continuidad a procesos como los Talleres de Convivencia y los Encuentros 

Restaurativos en línea con lo que dicta, en este sentido, la reciente Directiva Europea 

de Víctimas.

-Establecer soluciones humanitarias para los/as presos/as enfermos/as en aplicación 

del artículo 104.4 del Reglamento penitenciario.

-Aplicar, en base el artículo 100.2 del Reglamento Penitenciario, medidas legales 

para abordar la situación de aquellas personas presas cuyas condenas están rela-

cionados con actividades políticas, antes ilegalizadas, y ahora normalizadas.

·En el ámbito de la iniciativa propia, el Gobierno Vasco tratará de plasmar las siguientes 

iniciativas:

-Presentará propuestas e iniciativas concretas como expresión de su voluntad de 

búsqueda de acuerdos y soluciones conjuntas con el Gobierno español en política 

penitenciaria.

-Trabajará activamente en colaboración con el Parlamento Vasco, con sus Grupos 

Parlamentarios y, especialmente, con la Ponencia de Paz y Convivencia, con la de-

terminación de tejer amplios consensos sociopolíticos en esta materia.

-Preparará un programa orientado a promover procesos de reintegración social de las 

personas presas para explorar e impulsar las posibilidades que tanto la legislación 

penitenciaria como el Estatuto de Gernika ofrecen en materia de reinserción.

Este documento se orienta precisamente a desarrollar esta última iniciativa, el Programa 

Hitzeman. Su descripción se ordena en dos partes: bases, y contenido. Debe subrayarse, 

en todo caso, que se trata de una propuesta abierta al diálogo y al acuerdo. Por este motivo, 

una vez el Programa Hitzeman se haya presentado públicamente se abrirá un periodo de 

cinco meses para labrar consensos en torno a su contenido. 

Durante este periodo se establecerán diálogos y contactos en todas las direcciones para 

recoger aportaciones y sugerencias de mejora del documento; y también para recoger ad-

hesiones al programa. El Gobierno Vasco quiere que esta no sea solo una iniciativa de 

Gobierno, sino que sea también un proyecto social, el resultado de una colaboración entre 

instituciones públicas y sociedad civil.
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Primera parte

���%DVHV�GHO�3URJUDPD�+LW]HPDQ
El Programa Hitzeman representa una posibilidad de profundizar en la herramienta 

prosocial, legal y constitucional de la reinserción. No obstante, debe reconocerse que es 

una tarea sumamente delicada y compleja que debe abordarse desde sólidas bases éticas, 

democráticas y legales. Esas bases se expresan en tres apartados: el punto de partida 

conceptual del programa, sus principios y sus objetivos.

1.1. El punto de partida conceptual del Programa Hitzeman
Hitzeman es un programa que impulsa el Gobierno Vasco para apoyar procesos legales de 

resocialización de personas presas. En este programa el concepto básico que actúa como 

punto de partida es la reciprocidad. En su desarrollo se entrecruzan dos perspectivas: lo que 

el programa Hitzeman necesita de la persona presa y lo que este programa le ofrece. Esta 

doble vertiente de la reciprocidad estructura el contenido y el sentido del Programa Hitzeman. 

Ã/R�TXH�VH�QHFHVLWD�GH�OD�SHUVRQD�SUHVD��XQ�LWLQHUDULR�OHJDO�GH�FRQWULEXFLyQ�VRFLDO

-Seguir las vías y procedimientos que el marco legal ofrece para desarrollar los procesos 

de reinserción.

-Desarrollar uno de los itinerarios de contribución a la paz y a la convivencia que contempla 

el Programa Hitzeman.

Ã/R�TXH�VH�RIUHFH�D�OD�SHUVRQD�SUHVD��XQ�SURJUDPD�GH�DSR\R

-Un programa que incluye asesoramiento personal y legal sobre los procesos de 

reinserción social, y apoyo para la inserción laboral y el acceso a la vivienda.

�/D�FHUWLÀFDFLyQ�GH� ODV� LQVWLWXFLRQHV�YDVFDV�GH�XQ� UHFRUULGR�SHUVRQDO�TXH��FDVR�GH�VHU�
transitado, informa favorablemente el proceso de resocialización.

1.2. Principios del Programa Hitzeman
'HÀQLPRV�FXDWUR�SULQFLSLRV�UHFWRUHV�TXH�HQPDUFDQ�HVWH�SURFHVR�\�TXH�GRWDQ�GH�VHJXULGDG�
ética, democrática y legal al Programa Hitzeman.

·Verdad y memoria. Cualquier proceso de reinserción de personas presas deberá ser 

FRPSDWLEOH�FRQ�HO�FRPSURPLVR�GH�FODULÀFDFLyQ�GH�OR�RFXUULGR�\�FRQ�OD�FRQVWUXFFLyQ�GH�
una memoria crítica del pasado.
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·Legalidad y convivencia. Los procesos de resocialización se canalizarán dentro de 

las opciones que ofrece el marco constitucional y la legalidad penitenciaria ordinaria, 

persiguiendo hacer de la política penitenciaria un activo más de las políticas de 

convivencia.

Ã&RQVHQVR� \� SURJUHVLYLGDG� Cualquier proceso de impulso o apoyo a los procesos 

legales de reinserción o resocialización de personas presas y huidas estará basado en 

el diálogo, el consenso y la progresividad.

Ã&RPSURPLVR� \� JHQHURVLGDG�� (VWD� LQLFLDWLYD� QHFHVLWD� KDFHU� FRQÁXLU� GRV� YDORUHV��
compromiso y generosidad. Necesita la palabra comprometida: “Hitzeman”. Y necesita 

cultivar un espíritu de generosidad social y política por el futuro de la convivencia.

1.3. Objetivos del Programa Hitzeman
Sobre estas bases, los objetivos del programa Hitzeman se orientan en tres direcciones 

FRQÁX\HQWHV��3HUVLJXHQ�JHQHUDU�YDORU�SRVLWLYR�HQ�OD�UHDOLGDG�GH�ODV�YtFWLPDV��HQ�OD�VRFLHGDG�
y en la vida de las personas presas.

Ã&RQ�UHVSHFWR�D�ODV�YtFWLPDV��

�2IUHFHU� D� ODV� YtFWLPDV� SDODEUDV� \� KHFKRV� GH� UHSDUDFLyQ� PRUDO�� DVHQWDGRV� HQ� HO�
reconocimiento de la injusticia que se les hizo padecer.

·Propiciar procesos sociopolíticos de revisión crítica del pasado y reconocimiento 

responsable de las vulneraciones de derechos humanos.

Ã&RQ�UHVSHFWR�D�OD�VRFLHGDG��

-Contribuir a la consolidación de la paz y la convivencia desde la aportación que las 

personas presas puedan hacer.

·Lograr que la política penitenciaria sea parte de una política de convivencia, de acuerdo 

a “la realidad social del tiempo” en que ha de ser aplicada (Art. 3 C. Civil).

Ã&RQ�UHVSHFWR�D�ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�

�$SR\DU� \� UHIRU]DU� SURFHVRV� pWLFRV� GH� UHÁH[LyQ� DXWRFUtWLFD�� UHSDUDFLyQ�� UHLQVHUFLyQ� \�R�
resocialización.

-Prestar cobertura legal, socioasistencial y material orientada a consolidar los procesos 

de resocialización.
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Segunda parte

2. Contenido del Programa Hitzeman
(O�PDUFR� GH� DFWXDFLyQ� YLHQH� GHÀQLGR� SRU� ODV� EDVHV� H[SXHVWDV� KDVWD� HVWH� SXQWR� \� SRU� HO�
abanico de posibilidades, competencias y recursos de los que dispone el Gobierno Vasco. En 

WRGR�FDVR�\�IXQGDPHQWDOPHQWH��HVWH�PDUFR�GH�DFWXDFLyQ�YLHQH�GHÀQLGR�SRU�HO�FRPSURPLVR�TXH�
el Gobierno Vasco desea asumir con la realidad y su complejidad. Se trata de un compromiso 

de responsabilidad y liderazgo junto a una sociedad que quiere avanzar decididamente por 

la senda de la normalización de la convivencia.

2.1. La línea de salida
La incorporación de las personas presas al Programa Hitzeman es personal y voluntaria y 

se plasma inicialmente mediante la adhesión a una declaración inicial. Ese texto incluirá 

EiVLFDPHQWH�XQ�FRPSURPLVR�GH�FRQWULEXFLyQ�D�OD�FRQVROLGDFLyQ�GHÀQLWLYD�GH�OD�SD]�\�SRU�OD�
convivencia. Esta es la línea de salida. A partir de esta inscripción, el Gobierno Vasco pone 

en marcha el programa que tiene dos vertientes: lo que requiere el programa, un itinerario 

personal; y, lo que ofrece, una cobertura institucional.

2.2. El itinerario personal
El programa Hitzeman contemplará cuatro itinerarios básicos de contribución a la paz y 

la convivencia, cuya asunción satisfactoria por parte de personas presas condenadas por 

delitos de terrorismo facilite o, en su caso, agilice el informe favorable a los procesos de 

reintegración social. Lógicamente, estos recorridos se iniciarán mientras estas personas se 

encuentran en la cárcel. Estos procesos también estarán abiertos a la participación voluntaria 

de ex-presos/as que quieran formar parte del programa. En una fase posterior se estudiará la 

aplicación de este programa a la reinserción de personas huidas.

El eje común a todos estos itinerarios lo constituye su fundamentación: compromiso y 

responsabilidad. De un lado, el compromiso de la sociedad que asume la responsabilidad 

de la normalización social de la convivencia. De otro lado, el compromiso de las personas 

SUHVDV�TXH�DVXPHQ�OD�UHVSRQVDELOLGDG�GHO�SUHVHQWH�\�HO�IXWXUR��VREUH�OD�EDVH�GH�XQD�UHÁH[LyQ�
crítica del pasado. Estos fundamentos se sintetizan en su denominación: “Hitzeman”. Dar la 

palabra es responsabilizarse y comprometerse.

/RV�FXDWUR�LWLQHUDULRV
Estos cuatro itinerarios constituyen cuatro proyectos que se desarrollarán en base a convenios 

con entidades colaboradoras:
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1. Recorrido de compromiso académico, en colaboración con Universidades y otras 
instituciones académicas.

2. Recorrido de compromiso asociativo, en colaboración con organizaciones de la 
sociedad civil.

3. Recorrido de compromiso institucional, en colaboración con Ayuntamientos y otras 
instituciones.

4. Recorrido de compromiso solidario, en colaboración con proyectos concretos de 
solidaridad. 

Estos itinerarios serán compatibles con acciones complementarios y voluntarias de 
participación en otras actividades como seminarios, talleres, encuentros restaurativos o 
IRUPDFLRQHV�HVSHFt¿FDV�

/D�&RPLVLyQ�*HVWRUD
El Programa Hitzeman contará con una Comisión Gestora creada por el Gobierno Vasco y 

compuesta por un grupo de personalidades de trayectoria plural, multidisciplinar y reconocida. 

Una vez la persona presa se haya inscrito en el Programa Hitzeman, esta Comisión Gestora 

propondrá, en diálogo con esta y su entorno familiar, un itinerario, un contenido y un programa 

de trabajo adaptado a la realidad de su caso, en base a un cuadro de criterios previamente 

establecidos.

A partir de ese momento, la persona presa que decida incorporarse a alguno de estos 

recorridos contará con el apoyo de la institución o entidad que patrocina ese itinerario, y una 

persona de la misma será la responsable de su seguimiento.

(O�SUR\HFWR�ÀQDO�\�HO�GLFWDPHQ
(O� SXQWR� GH� OOHJDGD� GH� FDGD� UHFRUULGR� VH� FRQÀJXUDUi� FRPR� SUR\HFWR� ÀQDO� GHO� PLVPR�� $�
modo de conclusión del itinerario seguido, deberá constituir una aportación constructiva a 

OD�VRFLHGDG��/R�TXH�VH�WUDWD�GH�FHUWLÀFDU�DO�ÀQDO�GH�HVWH�SURFHVR�HV�TXH�OD�SHUVRQD�TXH�KD�
VHJXLGR�HO� LWLQHUDULR�SUHGHÀQLGR�SXHGD�UHLQWHJUDUVH�D� OD�VRFLHGDG�GH�XQ�PRGR�FRQVWUXFWLYR�
porque su compromiso con la paz y la convivencia conlleva un razonamiento opuesto a 

cualquier vulneración de derechos humanos en el pasado, en el presente o en el futuro, y la 

expresión de un reconocimiento autocrítico del daño causado a las víctimas.
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Finalizado el proceso previsto, la Comisión Gestora analizará tanto el recorrido como sus 

FRQFOXVLRQHV�\�HPLWLUi�XQ�GLFWDPHQ�ÀQDO�IDYRUDEOH�R�GHVIDYRUDEOH�DO�SURFHVR�GH�UHLQWHJUDFLyQ�
VRFLDO�� )LQDOPHQWH�� HO�*RELHUQR�9DVFR� FRQYDOLGDUi� HVWD� FHUWLÀFDFLyQ� \� GDUi� WUDVODGR� GH� OD�
misma ante las instituciones competentes.

2.3. La cobertura institucional
El Programa Hitzeman ofrece una cobertura de apoyo práctico y material a las personas 

presas que participan en el mismo. El programa asistencial contará con tres líneas de 

actuación: asesoramiento personal, apoyo a la inserción laboral y apoyo a la búsqueda de 

vivienda. Estas tres líneas de cobertura se desarrollarán en base a convenios con entidades 

colaboradoras, e inicialmente se desplegarán durante dos años.

1. Asesoramiento personal y legal, así como apoyo psicológico en aquellos casos cuya 

resocialización puede requerirlo, en colaboración con entidades especializadas.

2. Apoyo a la inserción laboral para ex-presos/as cuya resocialización puede requerir este 

apoyo, en colaboración con Lanbide, organizaciones empresariales y sindicatos.

3. Apoyo a la búsqueda de vivienda para ex-presos/as cuya resocialización puede requerir 

este apoyo, en colaboración con Etxebide y los Ayuntamientos.

Cualquiera de estas líneas de apoyo se desplegarán por solicitud de la persona presa o su 

entorno familiar. La Comisión Gestora analizará cada solicitud y propondrá la respuesta que 

considere más adecuada en cada caso.

�����2EVHUYDFLRQHV�ÀQDOHV
El contenido del Programa Hitzeman no representa una respuesta excepcional o extraordinaria. 

Es un desarrollo lógico que tiene su anclaje en la letra y el espíritu de la Constitución y la ley, 

en buenas prácticas en materia de reinserción y en las recomendaciones internacionales. El 

Programa Hitzeman recoge, por ejemplo, todo el valor de la experiencia de la denominada 

Vía Nanclares, así como de anteriores experiencias, testimonios y esfuerzos de reinserción 

realizados por distintos grupos de presos/as.

(O� 3URJUDPD� +LW]HPDQ� FRQÁX\H� SOHQDPHQWH�� DGHPiV�� FRQ� ODV� SROtWLFDV� GH� DSR\R� D� OD�
reinserción que se desarrollan con normalidad con otras tipologías de presos/as, y que son 

aceptadas tanto por las instituciones penitenciarias y los juzgados de vigilancia penitenciaria, 

como por las juntas de tratamiento de las prisiones y las instituciones o entidades sociales 

que cooperan con las mismas y que se plasman habitualmente por escrito en convenios de 

colaboración.

De igual modo, es muy importante destacar que el Programa Hitzeman sintoniza con las 

corrientes europeas en materia de reinserción y aplica las directrices comunitarias en 

relación con las víctimas. En concreto y en lo que hace referencia a las responsabilidades del 

victimario con respecto a la víctima, el Programa Hitzeman desarrolla la Directiva 2012/29/UE 

del Parlamento Europeo y del Consejo de 25 de octubre de 2012, por la que se establecen 

normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección de las víctimas de delitos.

El Programa Hitzeman ni garantiza nada, ni es una fórmula mágica, ni pretende crear 

expectativas falsas de solución a una problemática compleja y poliédrica. El objetivo del 

Gobierno Vasco es abrir un camino legal, viable y realista que, social y políticamente, 

pueda ser recorrido de forma compartida, constructiva y progresiva. Un camino que sirva al 

objetivo constitucional y prosocial de la reinserción y contribuya al encuentro social y a la 

normalización de la convivencia.
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Introducción 
Son numerosas y de sensibilidades plurales las personalidades del ámbito jurídico que han manifestado 

que, en materia de derecho penal y penitenciario, la lucha contra el terrorismo de ETA se deslizó en los 

últimos años hacia una práctica interpretativa y de cambios legales que cabe enmarcar en el ámbito de lo 

excepcional. El Gobierno Vasco comparte esta opinión.

Este proceso, aunque fue progresivo, encontró su punto culminante en la aprobación de varias leyes or-

JiQLFDV�DSUREDGDV�HQ�������0RGLÀFDFLRQHV�TXH�LQWURGXMHURQ�OtPLWHV�GLIXVRV�HQ�ODV�FRQGXFWDV�TXH�GHEHUtDQ�
VHU�WLSLÀFDGDV�FRPR�WHUURULVWDV��TXH�GHELOLWDEDQ�ODV�JDUDQWtDV�GHO�SURFHGLPLHQWR��TXH�DODUJDEDQ�ODV�SHQDV�
hasta máximos que lindan con la cadena perpetua, o que de facto bloqueaban la posibilidad constitucional 

de la reinserción.

Ahora, una vez ha desaparecido la amenaza de retorno del terrorismo de ETA, es necesario recomponer 

el estado de normalidad penal y penitenciario. Al margen de otras consideraciones que también serían apro-

SLDGDV��OD�QR�H[LVWHQFLD�GH�XQ�ULHVJR�GH�UHLQFLGHQFLD�HV�DUJXPHQWR�VXÀFLHQWH�SDUD�FRQVLGHUDU�SHUWLQHQWH�OD�
UHYLVLyQ�GH�DTXHOODV�PRGLÀFDFLRQHV�\�SUiFWLFDV�FXHVWLRQDEOHV��SHUR�TXH��HQ�FXDOTXLHU�FDVR��VH�MXVWLÀFDURQ�\�
construyeron en el contexto de una realidad sustancialmente diferente.

En opinión del Gobierno Vasco, recomponer el estado de normalidad penal y penitenciario es una priori-

dad por dos motivos, por un principio democrático y por un objetivo democrático:

· Es necesario retornar a las garantías y mínimos que en materia penal y penitenciaria constituyen 

estándares básicos de un sistema de derechos y libertades, porque este es un principio democrático 

EiVLFR��XQ�FRPSURPLVR�ÀUPH�HQ�HO�TXH�UHSRVD�VX�VROLGH]�\�IRUWDOH]D�

· La normalidad penal y penitenciaria es un consenso social y su ausencia un factor de distorsión. 

Recuperar la normalidad penal y penitenciario es un objetivo democrático porque contribuye decisi-

vamente a la normalización de la convivencia en nuestra sociedad. 

Este documento es una aportación en la dirección de contribuir al estado de normalidad penal y peniten-

ciario y a la normalización de la convivencia social y política. Contiene 20 proposiciones concretas que se 

presentan en dos bloques: diez sugerencias de cambio en la política penitenciaria que no necesitan modi-

ÀFDFLyQ�OHJDO��\�GLH]�VXJHUHQFLDV�GH�PRGLÀFDFLyQ�OHJDO�HQ�PDWHULD�SHQDO�\�SHQLWHQFLDULD��6X�FRQWHQLGR�HV�
complementario al Programa Hitzeman, de promoción de procesos de legales de reinserción, presentado 

por el Gobierno Vasco el pasado 1 de octubre.

Se titula Propuesta Zuzen Bidean porque en esencia lo que sugiere es abandobar los atajos y retornar 

al camino del derecho. Tiene carácter de propuesta y no de documento cerrado porque pretende ser una 

herramienta para incentivar el debate. El Gobierno Vasco quiere abrir un diálogo sobre esta materia con 

el Gobierno español, con quienes operan jurídicamente, con los grupos parlamentarios y con los agentes 

sociales. Un diálogo para el que este documento es su punto de partida y referencia.
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���'LH]�SURSXHVWDV�GH�FDPELR��VLQ�
PRGLÀFDFLyQ�OHJDO��que en la política 
penitenciaria contribuyen a la normalización 
política y social de la convivencia

�����7UDQVIHUHQFLD��
Transferir la competencia de los centros penitenciarios al Gobierno Vasco en cumplimiento de lo que 

establece el Estatuto de Gernika en sus artículos 10.14. y 12.1.

1.2. Acercamiento. 
Articular un proceso de acercamiento de presos y presas a cárceles próximas a sus lugares de resi-

GHQFLD�SRUTXH�DVt�OR�SUHYp�OD�OHJLVODFLyQ�SHQLWHQFLDULD�HQ�HO�DUWtFXOR������GH�OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�
Penitenciaria. No existe impedimento legal para proceder a su traslado a cárceles de la Comunidad 

Autónoma de Euskadi y de la Comunidad Foral de Navarra o cercanas a las mismas. Constituiría 

una medida de humanidad hacia las familias de las personas presas y contribuiría decididamente a 

la normalización de la convivencia.

�����3HUVRQDV�SUHVDV�HQIHUPDV��
Establecer soluciones humanitarias para las personas presas enfermas y proceder a su excarcela-

ción en casos de gravedad aplicando el art. 104.4 del Reglamento Penitenciario.

�����3HUVRQDV�SUHVDV�FRQ�PHQRUHV�D�FDUJR. 

Agrupar a las personas presas con menores comunes en un mismo centro penitenciario. No existe 

impedimento legal y constituye un básico imperativo de humanidad.

�����3HUVRQDV�SUHVDV�PD\RUHV�GH����DxRV. 

Proceder también por razones humanitarias y de legalidad a la libertad condicional de presos y pre-

sas septuagenarias, aplicando el art. 196 del Reglamento Penitenciario.

�����%HQHÀFLRV�RUGLQDULRV. 

$SOLFDU�FRQ�QRUPDOLGDG�H�LJXDOGDG�GH�WUDWR�ORV�EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�RUGLQDULRV�TXH�SRU�GHUHFKR�
corresponden a las personas presas que cumplen los requisitos previstos, tal y como establece el 

artículo 4.1 y 4.2. del Reglamento Penitenciario.

�����3HUVRQDV�SUHVDV�SRU�LOHJDOL]DFLRQHV� 
Aplicar, en base el art. 100.2 del Reglamento Penitenciario, medidas legales para abordar la situación 

de aquellas personas presas cuyas condenas están relacionados con actividades políticas, antes 

ilegalizadas, y ahora normalizadas.

�����9LD�1DQFODUHV��
'DU�XQD�UHVSXHVWD�LQVWLWXFLRQDO�\�RÀFLDO�DO�FRPSURPLVR�DVXPLGR�SRU�SUHVRV�\��SUHVDV�GH�OD�GHQRPL-
nada Vía Nanclares porque han acreditado de manera clara e inequívoca su posición autocrítica y el 

reconocimiento del daño injusto causado a las víctimas.

�����-XVWLFLD�UHSDUDGRUD�
Institucionalizar experiencias como Talleres de Convivencia y Encuentros Restaurativos en línea con 

lo que dicta, en este sentido, la Directiva Europea sobre Víctimas 2012/29.

1.10. Hitzeman. 

Acordar, compartir y promover políticas de reinserción como la que representa el Programa Hitzeman 

y desarrollar estas iniciativas mediante relaciones de colaboración entre las diferentes instituciones 

implicadas.
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2. 'LH]�SURSXHVWDV�GH�PRGLÀFDFLyQ�OHJDO que 
en materia de derecho penal y penitenciario 
contribuyen a recuperar la normalidad en el 
derecho penal y penitenciario

2.1.�*DUDQWtDV�GHO�SURFHVR
·Ley de Enjuciamiento Criminal. 
,��3URSRQHPRV�OD�VXSUHVLyQ�GH�OD�ÀJXUD�GH�GHWHQFLyQ� LQFRPXQLFDGD��PHGLDQWH� OD�PRGLÀFDFLyQ�GH�ORV�DU-
WtFXORV�DUW�����������ELV�\�����GH�OD�/H\�GH�(QMXLFLDPLHQWR�&ULPLQDO�HQ�ORV�TXH�VH�HVWDEOHFH�\�KDELOLWD�VX�
posibilidad. El Relator Especial de Naciones Unidas en su último informe exhortó a España a que eliminara 

este régimen excepcional de detención, porque está prohibido por los convenios internacionales suscritos 

en materia de derechos humanos de las personas detenidas.

II. Proponemos, coincidiendo con el Relator Especial de Derechos Humanos de Naciones Unidas, que se re-

duzca la duración de la prisión provisional de personas presas en situación preventiva acusadas por delitos de 

WHUURULVPR��PHGLDQWH�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GH�OD�/H\�GH�(QMXLFLDPLHQWR�&ULPLQDO��SDUD�VX�VRPHWLPLHQWR�
al régimen general de medidas cautelares. El tratamiento diferente a que son sometidas estas personas deteni-

das respecto al resto de personas imputadas por otros delitos y la imposición sistemática de un régimen cerrado 

a los mismos ponen en riesgo la garantía de su derecho a la presunción de inocencia (art. 24 CE).

III. Proponemos reponer las garantías en materia de secreto de las comunicaciones (e inviolabilidad del do-

PLFLOLR���PHGLDQWH�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GH�OD�/H\�GH�(QMXLFLDPLHQWR�&ULPLQDO��SXHVWR�TXH�VX�DFWXDO�
redacción no cumple con las exigencias relativas a la previsión legal de la injerencia, vulnerando el art. 8 

&('+��67-'+�GH����GH�IHEUHUR�GH��������(VWDV�LQVXÀFLHQFLDV�DIHFWDQ�D�OD�GXUDFLyQ�GH�OD�HMHFXFLyQ�GH�OD�
medida, a las condiciones de establecimiento del procedimiento de transcripción de las conversaciones in-

terceptadas, a las precauciones a observar para conservar intactas y completas las grabaciones realizadas 

D�ORV�ÀQHV�GHO�HYHQWXDO�FRQWURO�SRU�MXHFHV�\�OD�GHIHQVD��/D�OH\�HVSDxROD�QR�FRQWLHQH�QLQJXQD�GLVSRVLFLyQ�HQ�
relación con ello y el Tribunal Constitucional lo ha recordado en sentencia reciente.

 

Ã0HGLGDV�OHJDOHV�GH�DSOLFDFLyQ�GH�ODV�GHPDQGDV�GH�ORV�RUJDQLVPRV�LQWHU-
QDFLRQDOHV�DQWH�OD�WRUWXUD
IV. Proponemos responder con herramientas legales precisas a las demandas, llamamientos y pronuncia-

PLHQWRV�UHLWHUDGRV�TXH�HQ�PDWHULD�GH�WRUWXUD�HVWiQ�KDFLHQGR�ODV�LQVWLWXFLRQHV�LQWHUQDFLRQDOHV�RÀFLDOPHQWH�
reconocidas en la protección del derecho internacional de los derechos humanos. Estas denuncias se fun-

damentan en tres motivos: por no investigar, por no prevenir, por no reparar. En consecuencia, las medidas 

OHJDOHV�D�LPSOHPHQWDU�GHEHUtDQ�UHVSRQGHU�D�HVWRV�WUHV�GpÀFLW�

-Investigar. Las denuncias de tortura deben investigarse con garantías. La legislación debe reforzar, 

en este sentido, el papel de los mecanismos ya existentes de investigación de la tortura, así como 

LPSXOVDU� GH�PRGR�FRPSOHPHQWDULR� OD� FUHDFLyQ�GH� OD� ÀJXUD�GH� ODV�&RPLVLRQHV� ,QGHSHQGLHQWHV�GH�
investigación de denuncias contra la policía.

�3UHYHQLU��'HEHQ�FRQYHUWLUVH�HQ�LPSHUDWLYDV�ODV�PHGLGDV�GH�SUHYHQFLyQ�GH�OD�WRUWXUD�TXH�GHÀQHQ�ODV�
LQVWLWXFLRQHV�LQWHUQDFLRQDOHV��SRQHU�ÀQ�DO�UpJLPHQ�GH�LQFRPXQLFDFLyQ��QRWLÀFDFLyQ�D�OD�IDPLOLD��JUDED-

ción audiovisual de las zonas de custodia, protocolizar la presencia de profesionales de la medicina 

IRUHQVH��SRVLELOLWDU�OD�SUHVHQFLD�GH�SURIHVLRQDOHV�GH�OD�PHGLFLQD�GH�FRQÀDQ]D«�

-Reparar. Las administraciones públicas deben reconocer y reparar a las víctimas de la tortura con-

forme a los derechos de verdad, justicia y reparación que corresponden a todas las víctimas de 

violaciones de derechos humanos.
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2.2.�&XPSOLPLHQWR�GH�3HQDV
Ã/H\�2UJiQLFD���������GH����GH�MXQLR��GH�PHGLGDV�GH�FXPSOLPLHQWR�tQWHJUR�
\�HIHFWLYR�GH�ODV�SHQDV�
9��3URSRQHPRV�DGRSWDU�PHGLGDV�HVSHFtÀFDV�GH�SURPRFLyQ�GH�OD�UHLQVHUFLyQ��DFRUGHV�FRQ�OD�FRQVDJUDFLyQ�
constitucional de la misma, cuando en los casos de delitos de terrorismo haya desaparecido el riesgo de 

UHLQFLGHQFLD�\�GH�VX�DPHQD]D��3DUD�HOOR��HV�QHFHVDULR�XQD�GHURJDFLyQ��R�XQD�PRGLÀFDFLyQ�GH�OD�/2��������
que contemple este supuesto en su artículo 1º (puntos uno, dos, tres, cuatro y cinco) en relación con el 

&yGLJR�3HQDO���\�HQ�VX�DUWtFXOR�����HQ�UHODFLyQ�FRQ�OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD��(Q�VX�UHGDFFLyQ�
DFWXDO�\�GH�PDQHUD�H[SUHVD�SDUD�ORV�FDVRV�GH�GHOLWRV�GH�WHUURULVPR��OD�/2��������KDFH�SRFR�SUREDEOH�HQ�OD�
práctica la posibilidad de desarrollar procesos de reinserción, a pesar de que puedan darse las condiciones 

precisas de reparación y autocrítica por parte la persona presa.

Por otra parte y en relación con la posibilidad de acumulación de condenas cumplidas en otros países, 

proponemos igualmente que el reconocimiento mutuo de resoluciones judiciales en el ámbito de la Unión 

(XURSHD�VH�UHDOLFH�FRQIRUPH�D�OD�LQWHUSUHWDFLyQ�TXH��GH�OD�'HFLVLyQ�0DUFR�����������-$,�GHO�&RQVHMR�GH�
Europa, se contiene en la sentencia 186/14 del Tribunal Supremo.

2.3.�(MHFXFLyQ�SHQDO
Ã/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD� 
9,��3URSRQHPRV�HQ�FRKHUHQFLD�FRQ�HO�SXQWR�DQWHULRU�TXH�OD�DGRSFLyQ�GH�PHGLGDV�HVSHFtÀFDV�GH�SURPRFLyQ�
GH�OD�UHLQVHUFLyQ�HQ�ORV�FDVRV�GH�GHOLWRV�GH�WHUURULVPR�HQ�HO�PDUFR�GHO�&yGLJR�3HQDO�WHQJD�VX�UHÁHMR�FRUUHV-

SRQGLHQWH�HQ�OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD��3DUD�HOOR�HV�QHFHVDULD�OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO�DUWtFXOR����
/2*3��GH�PRGR�TXH�HO�SULQFLSLR�FRQVWLWXFLRQDO�GH�OD�UHLQVHUFLyQ�VHD�YLDEOH�FXDQGR�HO�ULHVJR�GH�UHLQFLGHQFLD�
haya desaparecido de modo fehaciente.

Ã/H\�2UJiQLFD���������SRU� OD�TXH�VH�PRGLÀFDQ�OD�/H\�2UJiQLFD�GHO�3RGHU�
-XGLFLDO��OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD��\�OD�/H\�GH�'HPDUFDFLyQ�\�
de Planta Judicial
VII. Proponemos que, una vez desaparecido el riesgo de reincidencia en los delitos de terrorismo de ETA, la 

competencia de los y las jueces de vigilancia penitenciaria para quienes tengan impuesta una condena por 

estos delitos sea trasladada del Juzgado Central de Vigilancia Penitenciaria a los Juzgados de Vigilancia 

Penitenciaria del ámbito territorial de la cárcel en que se encuentre interno el o la presa. Es preciso para 

HOOR�D�GHURJDFLyQ��R�PRGLÀFDFLyQ�GH�ODV�GLVSRVLFLRQHV�HVWDEOHFLGDV�HQ�OD�/2��������GH�PRGR�TXH�VH�SXHGD�
reponer la gestión de la vigilancia penitenciaria a su situación original y natural.

2.4. 'HUHFKR�6XVWDQWLYR
Ã&yGLJR�SHQDO� 
9,,,��3URSRQHPRV� OD�PRGLÀFDFLyQ�GHO� DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�3HQDO�HQ�FXDQWR�D� OD�SURSRUFLRQDOLGDG�GH�
la pena, adecuándolo a lo establecido en la sentencia del Tribunal Constitucional 136/99 de 20 de julio y 

suprimiendo las “conductas equivalentes” tal y como recomienda el Relator de Naciones Unidas para los 

derechos humanos.

IX. Proponemos la supresión del delito de terrorismo sin pertenencia a banda armada, mediante la elimina-

FLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�3HQDO��\�OD�XELFDFLyQ�GH�ODV�FRQGXFWDV�YLROHQWDV�QR�HQPDUFDGDV�GHQWUR�GH�
una organización o colectivo en el ámbito de los delitos comunes.

;��3URSRQHPRV�OD�VXSUHVLyQ�GHO�GHOLWR�GH�HQDOWHFLPLHQWR�\�DSRORJtD��PHGLDQWH�OD�HOLPLQDFLyQ�R�PRGLÀFD-

FLyQ�GHO�DUWtFXOR�����GHO�&yGLJR�3HQDO��SXHVWR�TXH�OD�LQGHÀQLFLyQ�GH�VXV�OtPLWHV�LQWHUSUHWDWLYRV�GHELOLWD�ODV�
garantías de protección que precisa el derecho fundamental a la libertad de expresión. Proponemos que 

la protección integral de la dignidad de las víctimas y el castigo de los atentados a su honor se sitúe en el 

ámbito de la normativa administrativa y civil, mediante una tutela extrapenal.
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1. Introducción:        
decálogo y proceso de elaboración

1.1. El presente informe –o decálogo– es el GRFXPHQWR�ÀQDO de una iniciativa conjunta de las Universidades 

de la Comunidad Autónoma del País Vasco (Universidad del País Vasco/Euskal Herriko Unibertsitatea 

UPV/EHU, Universidad de Deusto UD, Mondragón Unibertsitatea MU) y del Gobierno Vasco (Secretaría 

General de Paz y Convivencia: Plan de Paz y Convivencia 2013-2016) los cuales, mediante un Convenio de 

Colaboración, han posibilitado un trabajo de análisis académico, técnico-jurídico, sobre la situación de las 

personas presas por delitos de terrorismo de ETA. El informe pretende diseccionar hasta qué punto la actual 

política penitenciaria respecto de las personas presas citadas es conforme a los estándares internacionales 

y regionales (particularmente europeos) en la materia e incluso hasta qué punto presenta elementos de 

dudosa constitucionalidad o ilegalidad. El informe también incluye propuestas de futuro.

�����0HWRGRORJtD�\�DQWHFHGHQWHV��$�HVWH�GRFXPHQWR�ÀQDO�VH�KD�OOHJDGR�WUDV�XQ�DxR�GH�WUDEDMR�HQ�HO�TXH�
han participado una veintena de profesores y profesoras expertos en derecho penitenciario, terrorismo y de-

rechos humanos de diversos países de Europa bajo la coordinación de los Profs. Joxerramon Bengoetxea 

UVP/EHU y Jon Mirena Landa UPV/EHU. La metodología de trabajo y sus fases de desarrollo se describen 

brevemente a continuación. 

En primer lugar se formó un grupo local de expertos en derecho penal y derecho penitenciario (Prof. Jon 

Mirena Landa –coordinador– Universidad del País Vasco UPV/EHU, Prof. Juan Echano Universidad de 

Deusto UD, Prof. Xabier Etxebarria Universidad de Deusto UD y Prof. Enara Garro Universidad del País 

Vasco UPV/EHU) que en marzo de 2014 presentaron un primer ,QIRUPH�3UHOLPLQDU. Este documento, que 

se añade a este informe como Anexo 1, tenía la función de acumular, estructurar, sintetizar y actualizar la 

información sobre el estado presente de la política penitenciaria y su aplicación efectiva para ofrecérsela 

a los expertos nacionales e internacionales que, en una segunda fase, lo tomarían como base y punto de 

partida para emitir su propio dictamen. 

El 18 de Septiembre de 2014 se celebró un Seminario Internacional (Workshop on the Report concerning 
penitentiary policy applied to ETA prisoners by Spanish Authorities, en la sede del Instituto de Sociología 

-XUtGLFD�GH�2xDWL��*LSX]NRD��SDUD�OD�GLVFXVLyQ�GH�ORV�LQIRUPHV�HPLWLGRV�SRU�ORV�H[SHUWRV��(VWRV�LQIRUPHV�
presentan un estilo de respuesta a las preguntas planteadas en el informe preliminar. En particular se reci-

ELHURQ�WUHV�GRFXPHQWRV�TXH�VH�DxDGHQ�WDPELpQ�FRPR�DQH[RV�������\����D�HVWH�LQIRUPH�ÀQDO�
�� Comments on the Report on the current state of penitentiary law and its application to crimes 

of terrorim by ETA, realizado por el panel de expertos internacionales compuesto por el Prof. 

Frieder Dünkel, Universidad de Greifswald –Alemania–; Prof. Tapio Lappi-Seppälä, Helsinki 

²)LQODQGLD²��\�3URI��/LRUD�/D]DUXV��8QLYHUVLGDG�GH�2[IRUG�²5HLQR�8QLGR���$QH[R����
�� Comentarios sobre el Informe Preliminar, realizado por el Prof. José Manuel Gómez BenÍtez, 

Universidad Complutense –Madrid– (Anexo 3);

�� Comentarios en relación con la situación penitenciaria de miembros de ETA. Perspectiva compa-
rativa realizado por la Prof. Amane Gogorza, Universidad de Bordeaux –Francia– (Anexo 4).
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En el seminario, no obstante, se recibieron a su vez los comentarios orales al documento preliminar por 

parte de la Prof. Elena Larrauri, Universidad Pompeu Fabra –Barcelona–, quien también participó en una 

VHVLyQ�SUHSDUDWRULD�GHO�VHPLQDULR�HQ�OD�8QLYHUVLGDG�GH�2[IRUG�MXQWR�D�ORV�3URIV��/LRUD�/D]DUXV�\�-RQ�0LUHQD�
Landa. Asimismo los Profesores Johannes Feest (Universidad de Bremen), Heike Jung (Universidad de 

6DDUODQG���6KDURQ�6KDOHY��8QLYHUVLGDG�GH�2[IRUG���*HPD�9DURQD��8QLYHUVLGDG�GHO�3DtV�9DVFR��\�ODV�MXULVWDV�
Nekane San Miguel y Alison Hogg, hicieron sus aportaciones y comentarios a lo largo del seminario.

3RU� ~OWLPR�� SHUR� QR�PHQRV� LPSRUWDQWH�� KLFLHURQ� WDPELpQ� YDOLRVDV� DSRUWDFLRQHV� OD� 3URI�� 1LFROD� 3DGÀHOG�
(Universidad de Cambridge, Reino Unido) quien discutió el informe preliminar con el Prof. Jon Mirena Landa, 

y remitió posteriormente comentarios al documento preliminar, en una reunión celebrada en el Fitzwilliam 

College de la Universidad de Cambridge en Julio de 2014. También fue discutido de forma intensa el do-

cumento preliminar con base en una ponencia presentada por el Prof. Jon Mirena Landa en un seminario 

celebrado en Agosto de 2014 en la Universidad de Nottingham y organizado por el Prof. Dirk Van Zyl Smit 

con la participación y aportaciones destacadas de la Prof. Catherine Appelston, Universidad de Nottingham 

–Reino Unido–; y los Profs. Javier De León Villalba y Beatriz López Lorca, Universidad Castilla la Mancha y 

el Prof. Bill Dixon, Universidad de Nottingham –Reino Unido.

1.3. El seminario internacional y todo el proceso de discusión complementario y preparatorio del mismo pre-

WHQGtD�LGHQWLÀFDU�ORV�SXQWRV�FRPXQHV�HQWUH�WRGRV�ORV�H[SHUWRV�SDUD�OOHJDU�D�XQ�GRFXPHQWR�ÀQDO�TXH�SXGLHUD�
UHÁHMDU�ORV�DVSHFWRV�FUtWLFRV�HVHQFLDOHV��(VWH�GHFiORJR��SRU�WDQWR��UHÁHMD�HVHQFLDOPHQWH�ODV�DSRUWDFLRQHV�
de los participantes en el proceso y es una VtQWHVLV�GH�ORV�DVSHFWRV�FRPXQHV�\�FRPSDUWLGRV por el con-

junto de los expertos locales, nacionales e internacionales que pretende poner a disposición de la opinión 

pública un documento que pueda ser útil para hacer posible una política penitenciaria más ajustada a los 

HVWiQGDUHV�GHO�GHUHFKR�LQWHUQDFLRQDO�GH�ORV�GHUHFKRV�KXPDQRV��(VWH�GHFiORJR�R�LQIRUPH�ÀQDO��HQ�FXDOTXLHU�
caso, debe comprenderse e interpretarse a la luz del todo el proceso de discusión que le precede y de los 

documentos que se incluyen como anexos y que contribuyen, sin duda, a explicar y detallar su contenido 

de forma más ajustada y ampliada.

2. Decálogo para una política 
penitenciaria respecto de las 
personas presas por delitos de 
terrorismo de ETA conforme a los 
derechos humanos

Este decálogo se divide en tres bloques y diez puntos: dos presupuestos, principios o cuestiones generales 

(bloque A); siete puntos concretos relativos a aspectos particulares a modo de corolarios que se derivan de los 

SULQFLSLRV�SUHYLDPHQWH�DVHQWDGRV��EORTXH�%��\�XQD�VtQWHVLV�ÀQDO�D�PRGR�GH�SURSXHVWD�RSHUDWLYD��EORTXH�&��

Bloque A. Presupuestos
2.1. PRINCIPIO DE REINSERCIÓN INDIVIDUALIZADA, TERRORISMO Y DISCRIMINACIÓN

Las personas presas por delitos de terrorismo de ETA en España son destinatarias de una política peniten-

FLDULD�SDUWLFXODU�\�HVSHFtÀFD��GLIHUHQWH�GH�OD�GHO�UHVWR�GH�LQWHUQRV��FX\DV�PDQLIHVWDFLRQHV�PiV�UHOHYDQWHV�
son: la intervención generalizada de comunicaciones; la política de dispersión por todos los centros peni-

WHQFLDULRV�SHQLQVXODUHV��OD�GHQHJDFLyQ�JHQHUDOL]DGD�GH�SHUPLVRV�GH�VDOLGD��OD�LQFOXVLyQ�HQ�XQ�ÀFKHUR�FHQ-

WUDOL]DGR��),(6���OD�VLVWHPiWLFD�FODVLÀFDFLyQ�HQ�SULPHU�JUDGR�GH�WUDWDPLHQWR�\�OD�H[LVWHQFLD�GH�UHTXLVLWRV�DGL-
cionales (irreversibilidad del periodo de seguridad –art. 36.2 CP–, cumplimiento efectivo de las penas –art. 

���&3²��DEDQGRQR�\�FRODERUDFLyQ�²DUW�������/2*3²��SDUD�SURJUHVDU�DO�WHUFHU�JUDGR�\�R�REWHQHU�OD�OLEHUWDG�
condicional y los límites máximos de cumplimiento en prisión que, según la ley, solo se exigen en casos de 
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delitos de terrorismo o cometidos en el seno de organizaciones criminales [aunque es importante tener en 

cuenta, dadas las abundantes reformas legislativas desde 1995 hasta la actualidad, diversas cuestiones 

WUDQVLWRULDV�SDUD�FRPSUHQGHU�HO�UpJLPHQ�MXUtGLFR�DSOLFDEOH�D�FDGD�FDVR@��$OJXQDV�GH�HVWDV�HVSHFLÀFLGDGHV�
se aplican también incluso a personas presas que han realizado una autocrítica de su actividad terrorista, 

que han pedido perdón a las víctimas, incluso en encuentros restaurativos personales, que están satisfa-

ciendo la responsabilidad civil y que se han apartado de la disciplina de la banda terrorista [grupo de presos 

encuadrado en la denominada “vía Nanclares”].

Esta aplicación de un régimen especial penitenciario en atención al tipo de delito (de terrorismo) y no a 

las características personales de cada preso y, en ocasiones, sin atender ni tan siquiera a las diferencias 

de gravedad entre las diversas modalidades de delitos de terrorismo, constituye una política general, 

colectiva, que pugna directamente contra la necesidad de considerar la ejecución penitenciaria de forma 

individualizada.

El consenso emergente en materia de derecho internacional de los derechos humanos relativo a las con-

diciones de ejecución penitenciaria y, particularmente, la jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos al respecto (por todos Caso Vinter y otros c. Reino Unido 2013), exigen que la aplicación del prin-

cipio de reinserción y sus consecuencias lo sean de forma individualizada en función de la situación de cada 

SUHVR�\�HQ�FRQFUHWR�GH�VX�SURQyVWLFR�GH�SHOLJURVLGDG�FULPLQDO��(Q�OD�PLVPD�OtQHD�OD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�
3HQLWHQFLDULD�HVSDxROD� �/2*3��GH������FRQVDJUD�HO� VLVWHPD�GH� LQGLYLGXDOL]DFLyQ� FLHQWtÀFD� �DUW�� ����� /D�
Constitución Española habilita la suspensión individualizada de algunos derechos fundamentales (art. 55.2) 

relativos a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas, pero solo en fase de investigación. 

Una política penitenciaria que otorga un régimen diferente y de mayor restricción de los derechos funda-

mentales respecto de un colectivo particular de presos no podría entonces anclarse en una interpretación 

analógica contra reo de la citada habilitación constitucional. Pero incluso en el caso de que se considerara 

una eventual cobertura de la política antiterrorista penitenciaria a la luz del art. 55.2 CE, la propia doctrina 

del Tribunal Constitucional (STC 25/1981) interpreta que la suspensión individual de derechos solo puede 

ser conforme a la constitución cuando se pueda comprobar que la actividad terrorista genera una especie 

GH�´FULVLV�GH�OHJLWLPDFLyQµ�TXH�SRQH�HQ�SHOLJUR�FRQ�VX�DFWLYLGDG�HO�OLEUH�\�SDFtÀFR�HMHUFLFLR�GH�ORV�GHUHFKRV�
IXQGDPHQWDOHV�GH�DPSOLRV�VHFWRUHV�GH�OD�SREODFLyQ��1R�EDVWD�GH�QLQJXQD�PDQHUD�DOXGLU�D�ÀQHV�XWLOLWDULRV�R�
GH�PHUD�HÀFDFLD�SROLFLDO�FRPR�WtWXOR�KDELOLWDQWH��&RQ�XQD�RUJDQL]DFLyQ�WHUURULVWD�HQ�VLWXDFLyQ�GH�DOWR�HO�IXHJR�
permanente desde hace más de tres años y con una declaración por parte de los internos de compromiso 

con el alto el fuego permanente y de acatamiento de la legislación penitenciaria, no parece que el riesgo de 

la actividad criminal sea tan actual como para dar por sentado que se cumplen los presupuestos habilitantes 

dictaminados por el alto tribunal.

Por tanto una política antiterrorista especial y excepcional de facto��GLVSHUVLyQ�\�FODVLÀFDFLyQ�VLVWHPiWLFD�
en primer grado) o de iure (legislación y su aplicación ad hoc a grupos de internos por el tipo de delito co-

metido) atenta contra el consenso emergente en materia de derechos humanos respecto del entendimiento 

GH� OR� TXH� GHEH� VLJQLÀFDU� HO� SULQFLSLR� GH� UHLQVHUFLyQ� HQ�PDWHULD� SHQLWHQFLDULD�� HV� FRQWUDULD� DGHPiV�D� OD�
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, la Constitución Española e incluso contradice 

SDOPDULDPHQWH�HO�SURSLR�PRGHOR�OHJDO�GH�LQGLYLGXDOL]DFLyQ�FLHQWtÀFD�\�OD�SURKLELFLyQ�GH�GLVFULPLQDFLyQ�DQHMD�
�DUW�����DO�PLVPR�\�UHFRJLGD�WDPELpQ�SRU�OD�SURSLD�/H\�2UJiQLFD�*HQHUDO�3HQLWHQFLDULD�

2.2. FINES DE LA PENA Y SU MATERIALIZACIÓN EN LA FASE DE IMPOSICIÓN DE SENTENCIA Y DE 
EJECUCION

0iV�DOOi�GHO�UHFRQRFLPLHQWR�GHO�SULQFLSLR�GH�UHLQVHUFLyQ�FRPR�XQR�GH�ORV�ÀQHV�GH�OD�SHQD��VH�KD�LGR�GHFDQ-

WDQGR�H�LQFRUSRUDQGR�DO�FRQVHQVR�HPHUJHQWH�GHO�GHUHFKR�SHQLWHQFLDULR�HXURSHR�XQD�VHSDUDFLyQ�GH�ORV�ÀQHV�
que deben considerarse a la hora de imponer la pena en sentencia de aquéllos que deben regir, en sentido 

HVWULFWR��HQ�OD�IDVH�GH�HMHFXFLyQ�SHQLWHQFLDULD�GH�OD�SHQD�HQ�SULVLyQ��(Q�OD�VHQWHQFLD�VH�DFRJHQ�ORV�ÀQHV�UH-

tributivos, de prevención general y prevención especial pero en el momento de la entrada en prisión el único 

ÀQ�TXH�OHJtWLPDPHQWH�GHEH�GHWHUPLQDU�HO�UpJLPHQ�GH�YLGD�HV�HO�GH�OD�UHLQVHUFLyQ��5HLQVHUFLyQ�FRPR�GHUHFKR�
humano de todo preso y como obligación del Estado Social que en atención al interés de evitar futuros de-

litos, debe hacer los esfuerzos que estén en su mano para facilitar la rehabilitación del interno. Reinserción 

como oferta no coercitiva para que si el proceso de reinserción es exitoso el preso pueda desarrollar en el 

IXWXUR�XQD�YLGD�UHVSRQVDEOH�\�OLEUH�GH�GHOLWR��5HJOD�3HQLWHQFLDULD�(XURSHD�Q~PHUR�������\�DUW�������/2*3���
En síntesis: los condenados son enviados a prisión como castigo no para ser castigados.

'H�HVWD�QtWLGD�GLIHUHQFLDFLyQ�GH�ÀQHV�VH�GHULYDQ�FRQVHFXHQFLDV�SDUWLFXODUPHQWH�UHVSHFWR�GH�FXiOHV�SXHGHQ�
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ser los argumentos y razones que legítimamente puedan determinar la evolución y progresión del grado de 

tratamiento en prisión. Razones que deberán atender, más allá de un periodo mínimo de cumplimiento en 

los casos en que éste se considere indispensable, al principio de reinserción con base en el pronóstico de 

peligrosidad criminal individualizado y no a razones de retribución o prevención general. Con otras pala-

bras, la organización de la vida en prisión y sus actividades deben diseñarse de manera que facilite y haga 

efectivamente posible el proceso de reinserción sin que razones puramente retributivas o de prevención 

general puedan convertir en imposible ese derecho o lo bloqueen hasta el punto de reducirlo a una pura 

quimera. De conformidad con la propia doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, al menos 

en los casos de penas perpetuas o equivalentes, el principio de reinserción comporta no solo el derecho 

concreto a una eventual, pero realista, posibilidad de liberación condicional anticipada, sino a que dicha 

SRVLELOLGDG�VHD�FRQÀUPDGD�R�UHFKD]DGD�FRQ�EDVH�HQ�OD�FRUUHVSRQGLHQWH�UHYLVLyQ�MXGLFLDO��(Q�GHÀQLWLYD��OD�
eventual semi-libertad o liberación condicional para que pueda llegar a materializarse, deberá conllevar la 

FRUUHVSRQGLHQWH�GLVSRQLELOLGDG�OHJDO�GH�XQ�SURFHGLPLHQWR�HVSHFtÀFR�GH�UHYLVLyQ�MXGLFLDO��URGHDGR�GH�ODV�JD-

rantías del proceso debido, en que debería comprobarse el pronóstico individualizado de reinserción como 

base única para la progresión de grado. No bastaría, sin embargo, para satisfacer este estándar la mera 

posibilidad de perdón por parte del ejecutivo.

Bloque B. Consecuencias
2.3. ALEJAMIENTO

Una política colectiva, no individualizada, de alejamiento sistemático de las personas presas por delitos 

de terrorismo de ETA de su lugar de residencia y del de sus familias entraña una violación del principio de 

UHLQVHUFLyQ�\�UHVXOWD�FRQWUDULD�D�ODV�5HJODV�PtQLPDV�HXURSHDV��������H�LQFOXVR�GHO�HVStULWX�TXH�VH�GHULYD�GHO�
DUW�������/2*3��/D�HYHQWXDO�MXVWLÀFDFLyQ�GH�XQD�WDO�SROtWLFD�HQ�UD]RQHV�GH�VHJXULGDG�SDUHFH�DGHPiV�TXH�VH�
ha debilitado sustancialmente después de la declaración de alto el fuego permanente.

(Q�FXDOTXLHU�FDVR��KDELGD�FXHQWD�GH�OD�IDOWD�GH�FREHUWXUD�OHJDO�HVSHFtÀFD�UHVSHFWR�GH�HVWD�SROtWLFD�GH�IDFWR��
la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos Humanos (caso Khodorkovsky y Lebedev c. Rusia 2013) se 

revela como más apremiante habida cuenta de que debe exigirse un control más riguroso e individualizado, 

caso por caso, de la actuación administrativa en este campo que debe demostrarse libre de arbitrariedad. 

Control de arbitrariedad que debe descender también al porqué de alejamientos que se mantienen de forma 

permanente sin cambios, ni revisiones de la situación, ni eventuales acortamientos parciales y progresivos 

de la distancia conforme avance el proceso de reinserción. La necesidad y proporcionalidad de la medi-

da de alejamiento debería analizarse a la luz del equilibrio entre la proximidad al lugar de residencia con 

eventuales razones de seguridad. Un tal escrutinio debería contrastarse con hechos como la disminución 

objetiva de la peligrosidad exterior de estos internos en tanto miembros de una organización inactiva que 

asumen individualmente el alto el fuego permanente, o la disminución de su peligrosidad interior en la medi-

da en que acaten la legislación penitenciaria. No resulta aceptable un razonamiento general de alejamiento 

que haga abstracción de cada situación particular o que se argumente de forma genérica con base en puras 

razones retributivas o de prevención general. De lo contrario la política de alejamiento se revelaría arbitraria 

y discriminatoria.

�����&/$6,),&$&,Ð1�(1�35,0(5�*5$'2

$O�LJXDO�TXH�HQ�HO�FDVR�GHO�DOHMDPLHQWR��XQD�SROtWLFD�FROHFWLYD�²QR�LQGLYLGXDOL]DGD²�GH�FODVLÀFDFLyQ�GH�ODV�
personas presas de ETA en primer grado (régimen cerrado) resulta incompatible con la doctrina del Tribunal 

Europeo de Derechos Humanos. El principio de proporcionalidad de la medida –primer grado– restrictiva de 

derechos resulta defraudado y bloqueado en su efectividad cuando la medida es general, colectiva o están-

dar, porque no cabe escrutar la adecuación del punto de equilibrio en el caso concreto que pueda legitimar 

la restricción que supone dicho régimen penitenciario. Una vez más debería ser en cada caso el pronóstico 

LQGLYLGXDOL]DGR�GH�UHLQVHUFLyQ�²QR�HO�WLSR�GH�GHOLWR²�OD�FODYH�SDUD�GHWHUPLQDU�HO�JUDGR�GH�FODVLÀFDFLyQ��

(Q�FXDOTXLHU�FDVR��DGHPiV��GHEHUtD�KDEHU�XQ�PHFDQLVPR�GH�UHYLVLyQ�HIHFWLYR�\�HÀFD]�TXH�SHUPLWLHUD� OD�
progresión en grado a la luz de la propia evolución del interno. Revisión del primer grado que no puede 

FRQIXQGLUVH�FRQ�FODVLÀFDFLyQ�HQ�UpJLPHQ�DELHUWR��ORV�UHTXLVLWRV�SDUD�DFFHGHU�D�HVWH�~OWLPR�QR�SXHGHQ�VHU�
los mismos para determinar la progresión del primer grado que dependerá de que la situación de seguridad 

o la personalidad violenta presente un riesgo menor o una evolución favorable. Por ello el rechazo a futuro 

de la violencia (compromiso de abandono de la lucha armada) o la aceptación de la legalidad penitenciaria 

son signos inequívocos que pueden hacer decaer la necesidad de su separación del resto de reclusos.
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La aplicación inicial y continuada del primer grado de tratamiento por la “sumisión a la disciplina interna” 

de la organización terrorista (art. 102.5 RP) no puede aplicarse en los casos de delitos “de no pertenencia” 

(colaboración, apología, etc) ya que en tales casos las personas no son parte de la organización. Por otra 

parte, las organizaciones de apoyo a los presos de ETA no son delictivas ni bandas armadas y por tanto se 

impone una interpretación restrictiva y pro reo a la hora de no dar tampoco por acreditada en dichos casos 

la mencionada “sumisión a la disciplina interna”. Resulta inaceptable una interpretación expansiva contra 

reo del criterio de la “sumisión” como base para extender el primer grado a todo el espectro de la denomi-

nada izquierda abertzale. La sumisión, además, no puede ser un mero criterio formal que conlleve inmedia-

tamente el primer grado, sino que debe comprobarse que en el caso concreto determina una imposibilidad 

de aplicación del régimen ordinario por razones de seguridad.

En los casos extremos en que el régimen cerrado se prolongue en el tiempo, incluso años, y suponga 

un aislamiento de hasta 20 horas o superior, sin actividades comunes o sin posibilidad de acceso a pro-

JUDPDV�TXH�SHUPLWLUtDQ�OD�SURJUHVLyQ��OD�VLWXDFLyQ�HV�VXVFHSWLEOH�GH�VHU�FDOLÀFDGD�GH�WUDWRV�LQKXPDQRV�
o degradantes de conformidad con el artículo 3 de la Convención Europea de Derechos Humanos. No 

sería inopinado exigir que una prolongación excesiva y abusiva del primer grado pudiera dar lugar a un 

FyPSXWR�GH�ORV�GtDV�GH�HVWDQFLD�HQ�SULVLyQ�HQ�WpUPLQRV�GH�´D�GRV�SRU�XQRµ��DFRUWDQGR�PHGLDQWH�EHQHÀ-

cios penitenciarios compensatorios la duración de la pena, habida cuenta de la intensidad de la prisión 

en semejante régimen.

�����0É;,026�<�0Ì1,026�'(�&803/,0,(172��(/�3(5,2'2�'(�6(*85,'$'

En el derecho comparado del Consejo de Europa una previsión de pena privativa de libertad determinada 

de hasta 30 (un solo delito) y, sobre todo, de 40 años (delitos en concurso) resulta absolutamente excep-

cional. Bien es cierto, no obstante, que el Reino de España no contempla la pena perpetua que sí está 

incorporada extensamente en los ordenamientos europeos. Ahora bien, un análisis detenido de la forma 

efectiva de cumplimiento de las penas españolas de larga duración lleva a la conclusión de que su régimen 

HV�WDQ�GXUR�VLQR�PiV�TXH� ORV�GH�FXPSOLPLHQWR�GH� OD�SHQD�SHUSHWXD��<�SDUD�VRVWHQHU�HVWD�DÀUPDFLyQ�HV�
fundamental el análisis no tanto del máximo formal de duración de la prisión (que en ningún caso debería 

VXSHUDU�ORV����DxRV�FRPR�UHIHUHQWH�Pi[LPR�DVLPLVPR�HQ�GHUHFKR�SHQDO�LQWHUQDFLRQDO�²DUW�������D��(VWDWXWR�
de Roma–) sino de su mínimo de cumplimiento y de las condiciones para acceder a regímenes de semi-

libertad. Detengámonos por ahora solo en lo primero.

En el caso de penas perpetuas el Tribunal Europeo de Derechos Humanos (caso Vinter y otros c. Reino 

Unido 2013) ha situado el periodo mínimo de cumplimiento no más allá de los 25 años, aunque una pena de 

prisión superior a los 15 años hace muy difícil –si no imposible– la organización cabal y efectiva del proceso 

de reinserción en prisión.

Por ello un sistema de cumplimiento rígido que no permite la revisión del régimen de prisión y bloquea todo 

acceso a regímenes de semilibertad hasta el cumplimiento de un periodo “mínimo” y efectivo de 32 o 35 

DxRV��DUW��������&3���UHVXOWD�HQ�ÁDJUDQWH�FRQWUDGLFFLyQ�FRQ�HO�SULQFLSLR�GH�UHLQVHUFLyQ��6XSRQH�XQD�H[D-

FHUEDFLyQ�GH�ORV�ÀQHV�UHWULEXWLYRV�\�SUHYHQWLYR�JHQHUDOHV�TXH�EORTXHDQ�\�DQXODQ�HO�SURFHVR�GH�UHLQVHUFLyQ�
hasta hacerlo desaparecer.

0iV�DOOi�GH�ORV�FDVRV�H[WUHPRV�VHxDODGRV��DUW��������&3���HO�SHUtRGR�PtQLPR�\�Pi[LPR�GH�SULVLyQ�GHEHQ�
PDUFDU�HO� WHUUHQR�HQ�HO�TXH�VH�GD�HO� WUiQVLWR�GH�GDU�SRU�FXPSOLGRV� ORV�ÀQHV�UHWULEXWLYRV�\�GH�SUHYHQFLyQ�
general a la primacía –e incluso protagonismo único– del principio de reinserción. Si los mínimos de cum-

plimiento o periodo de seguridad se prolongan en exceso el proceso de reinserción se bloquea y convierte 

en imposible.

Por ello, la regulación penitenciaria debería permitir –en la misma línea seguida para el resto de presos– al 

menos una reversión de tales periodos de seguridad que en este momento son preceptivos –y no potes-

tativos– precisamente solo y particularmente para los internos relacionados con terrorismo (y criminalidad 

RUJDQL]DGD���/D�HVHQFLD�GHO�VLVWHPD�GH�LQGLYLGXDOL]DFLyQ�FLHQWtÀFD�GHEHUtD�SHUPLWLU�TXH�OD�UHYLVLyQ�MXGLFLDO�
pudiera en cada caso cancelar el periodo de seguridad si el pronóstico de reinserción es favorable. Ello re-

TXHULUtD�XQD�PRGLÀFDFLyQ�OHJLVODWLYD�GHO�DUW�����&3�\�FRUUHODWLYRV�������&3��GHQWUR�GH�XQD�VXHUWH�GH�MXVWLFLD�
WUDQVLFLRQDO�DFRPSDxDQWH�GHO�SURFHVR�GH�GHVDSDULFLyQ�\�GLVROXFLyQ�GHÀQLWLYD�GH�(7$�FRQ�OD�SRVLELOLGDG�GH�
aplicación retroactiva favorable pro reo) o en su caso, alternativamente, una interpretación expansiva pro 

UHR�GHO�SULQFLSLR�GH�ÁH[LELOLGDG��DUW��������53���(Q�FXDOTXLHU�FDVR�SHULRGRV�PtQLPRV�GH�FXPSOLPLHQWR�HQ�
casos de penas privativas de libertad de larga duración no deberían superar el umbral de los 15 años con 

criterios de revisión no dependientes de consideraciones retributivas ni preventivo-generales.
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En síntesis: periodos de seguridad tan largos y rígidos –no reversibles– desincentivan los procesos de 

UHLQVHUFLyQ�\�UHTXLHUHQ��DQWHV�TXH�VX�GHVDSDULFLyQ��VX�DWHPSHUDFLyQ�\�ÁH[LELOL]DFLyQ�SDUD�SHUPLWLU�TXH�HO�
sistema de individualización se despliegue sobre este tipo de personas presas de acuerdo al principio de 

reinserción y no discriminación.

 

�����$%$1'212��&2/$%25$&,Ð1�<�68�$&5(',7$&,Ð1��/$�'(69,1&8/$&,Ð1

Más allá de los periodos de seguridad o tiempo mínimo de cumplimiento, se exige como requisitos adicio-

QDOHV�ORV�UHODWLYRV�DO�DEDQGRQR�\�OD�FRODERUDFLyQ�UHVSHFWR�GH�ORV�FXDOHV�OD�OHJLVODFLyQ�LGHQWLÀFD�XQ�OLVWDGR�
DELHUWR�GH�SRVLEOHV�YtDV�SDUD�VX�DFUHGLWDFLyQ��5HÀUiPRQRV�HQ�SULPHU�OXJDU�D�ORV�LQIRUPHV�WpFQLFRV�GH�GHV-

vinculación.

Para poder establecer el estándar de desvinculación, conviene distinguir entre desvinculación en sentido 

HVWULFWR� \� GHVUDGLFDOL]DFLyQ�� UHÀULpQGRVH� OD� SULPHUD� D� OD� GLVRFLDFLyQ� GH� OD� RUJDQL]DFLyQ� D� HIHFWRV� GH� QR�
comisión de acciones violentas (“comportamiento”) mientras que la segunda iría más allá y afectaría a un 

distanciamiento del grupo organizado que implica además un cambio de convicciones (“actitud”).

Requerir una desvinculación como disociación de actividades delictivas pro futuro es perfectamente razo-

nable y entronca con la lógica del pronóstico individualizado de reinserción. Una interpretación, sin embar-

go, que forzara la desvinculación hasta el extremo de exigir un cambio de actitudes, resultaría intrusivo, 

coercitivo y vulnerador de los derechos fundamentales del interno (particularmente derecho a la libertad 

de conciencia e ideológica). El correlato del derecho penal democrático como derecho penal del hecho –y 

no de autor– debe ser un modelo penitenciario que se proyecte igualmente sobre una reintegración a la 

sociedad que asegure por parte del interno el respeto externo de la ley penal y no el de su foro interno. La 

desvinculación debe ser sobre hechos no sobre actitudes o convicciones. Una tal desvinculación se tradu-

ce en la reducción drástica o desaparición de peligrosidad criminal como base cierta y referencial para la 

progresión de grado.

Por ello la desvinculación, en el sentido estricto ya descrito, debe contribuir a aquilatar la formulación legal 

con las siguientes cautelas: la desvinculación se debe exigir esencialmente respecto de las organizaciones 

terroristas en sentido jurídico-penal quedando fuera cualquier otra organización del espectro sociológico e 

ideológico de la denominada izquierda abertzale incluidos, por ejemplo, colectivos de presos u organiza-

FLRQHV�GH�DSR\R�D�ORV�SUHVRV��OD�UHIHUHQFLD�OHJDO�D�ORV�´ÀQHVµ�QR�SXHGH�VXSRQHU�WDPSRFR�GHVYLQFXODFLyQ�
ideológica en términos de desradicalización sino que debe interpretarse como desvinculación respecto 

GHO�UHFXUVR�D�ORV�ÀQHV�\�PHGLRV�WHUURULVWDV�GH�IRUPD�LQHVFLQGLEOH��HVWR�HV��GHVYLQFXODFLyQ�GHO�UHFXUVR�RU-
JDQL]DGR�D�OD�YLROHQFLD�SDUD�OD�FRQVHFXFLyQ�GH�ORV�ÀQHV�SROtWLFRV�GH�VXEYHUVLyQ�GHO�RUGHQ�FRQVWLWXFLRQDO�R�
alteración de la paz pública.

/D�FHUWLÀFDFLyQ�GH�OD�GHVYLQFXODFLyQ�SDVD��HQ�VtQWHVLV��SRU�OD�DÀUPDFLyQ�FUHtEOH�GH�XQ�SURQyVWLFR�GH�QR�UH-

curso en el futuro a la violencia. Desvincularse de la organización u organizaciones se materializa cuando 

VH�FRUWDQ�ORV�OD]RV�FRQ�OD�YROXQWDG�RUJDQL]DGD�GH�UHFXUULU�D�OD�YLROHQFLD�SDUD�OD�FRQVHFXFLyQ�GH�ÀQHV�SROtWL-
cos sin ulteriores exigencias de retractación ideológica o prohibiciones de simpatía frontalmente opuestas 

a los derechos fundamentales.

Así entendida la desvinculación en sentido estricto, por otra parte, supone ya una forma de colaboración 

cuyo ulterior recorrido (colaboración concreta con las autoridades, “delación”, para revelar información re-

OHYDQWH�UHVSHFWR�GH�KHFKRV��SHUVRQDV«��QR�SXHGH�VHU�H[LJLGR�HQ�VHGH�SHQLWHQFLDULD�FRPR�HOHPHQWR�GH�
bloqueo de progresión de grado. Ahora bien, una tal colaboración extraordinaria debería permitir habilitar 

elementos premiales como ocurre también en caso de que se produzca antes de la imposición de la pena 

HQ�VHQWHQFLD��DUW��������&3��
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Y RESPONSABILIDAD CIVIL

El abandono y la colaboración también disponen de otras vías de acreditación formalmente diferentes a la 

desvinculación: la declaración expresa de repudio de las actividades violentas y abandono de la violencia, 

por una parte, y la petición expresa de perdón a las víctimas del delito, por la otra.

Abandono de la violencia: repudio. El primero de ellos enlaza directamente con el pronóstico de peligro-

sidad criminal en la medida en que una tal declaración, si resulta creíble, transforma el pronóstico en uno 
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de índole favorable a la reintegración social para conducirse en la futura vida en libertad sin el recurso al 

delito o la violencia. Resulta ser el fondo –renuncia a la violencia futura– y no la forma –mediante decla-

ración expresa– la clave que debe ser constatada y a la que cabe llegar también mediante un proceso de 

desvinculación.

Perdón. La petición de perdón, sin embargo, tiene más que ver con el reconocimiento del daño ya causado 

como elemento que también puede contribuir a revelar una transformación del sujeto respecto de su con-

ducta futura de la que se podría concluir la desaparición del riesgo de reincidencia. No parece sin embargo 

aceptable una interpretación de la petición de perdón como la necesidad de que esta sea un requisito sine 

qua non para la progresión de grado. Tampoco sería legítimo –por intrusivo y contrario a los derechos funda-

mentales del interno– una exigencia coercitiva de arrepentimiento o cambio de actitud y convicciones como 

equivalente a la rehabilitación. La petición de perdón espontánea puede tener un valor positivo indudable 

y no debe de ninguna manera desincentivarse. Todo lo contrario: el perdón podría servir de base no ya a 

la progresión de grado sino incluso al indulto particular según las circunstancias. Pero, por el contrario, un 

perdón como requisito de bloqueo de la progresión de grado sería inaceptable por su interferencia en el 

proceso de reinserción con base en consideraciones de índole retributivo o de carácter preventivo-general.

Responsabilidad civil. El reconocimiento del daño puede manifestarse mediante dicha petición expresa de 

perdón o también mediante el reconocimiento y asunción de las responsabilidades civiles. Estas últimas, 

GH�FXDOTXLHU�PDQHUD��VRQ�WDPELpQ�XQ�UHTXLVLWR�JHQHUDO�GH�OD�OH\��DUW�������/2*3��SDUD�SURJUHVDU�DO�WHUFHU�
grado. Al igual que en el supuesto del perdón, la asunción espontánea y la actitud favorable para satisfacer 

las responsabilidades civiles es un aspecto positivo para la víctima que debería conllevar no solo progre-

sión de grado sino también elementos premiales hasta el indulto particular según las circunstancias. Sin 

embargo, bloquear el acceso a regímenes de semi-libertad hasta que se produzca la satisfacción de la 

responsabilidad civil resulta tendencialmente opuesto al principio de reinserción y contradice igualmente 

OD�QHFHVLGDG�GH�TXH�pVWD�²OD� UHLQVHUFLyQ²�VHD� OD�ÀQDOLGDG�SULRULWDULD�²\�QR�RWUDV�GH� tQGROH� UHWULEXWLYR�R�
preventivo-general– la única que debe ser considerada dentro de la fase de ejecución de la pena.

(Q�HO�FDVR�GH�ODV�UHVSRQVDELOLGDGHV�FLYLOHV�GHEHUtD�SURGXFLUVH�XQD�PRGLÀFDFLyQ�OHJLVODWLYD�TXH�ÁH[LELOL]DUD�VX�
FDSDFLGDG�GH�EORTXHR�GHO�SULQFLSLR�GH�UHLQVHUFLyQ�DXQTXH�OD�LQWHUSUHWDFLyQ�ÁH[LEOH�GH�ORV�WULEXQDOHV�\D��HQ�FLHUWR�
modo, ha facilitado reducir su potencial perturbador. A falta de reforma legislativa una vez más podría recurrirse, 

GH�IRUPD�DOWHUQDWLYD��D�XQD�LQWHUSUHWDFLyQ�H[SDQVLYD�GHO�PRGHOR�GH�HMHFXFLyQ�ÁH[LEOH�GHO�DUWtFXOR�������53�

2.8. LA SITUACIÓN EN FRANCIA 

En Francia se encuentran encarceladas casi un centenar de personas relacionadas con ETA pero su si-

tuación, aunque presenta algunas similitudes respecto de la legislación y política penitenciaria española, 

entraña también diferencias substanciales.

Entre los aspectos comunes –y críticos– debe señalarse, en primer lugar, la política de alejamiento y dis-

persión que también practica el Estado francés. Y a ese respecto debe darse por reproducido aquí el punto 

correspondiente en que se trata su incompatibilidad con los estándares de una política penitenciaria confor-

me a los derechos humanos y, más aún, en las nuevas circunstancia de alto el fuego.

En segundo lugar, el estado de la interpretación respecto del primado de principio de reinserción en fase 

de ejecución tampoco resulta tan nítido y tiende en ocasiones a sufrir interferencias en términos de incor-

poración de esquemas interpretativos tributarios, como en el caso del Estado español, de consideraciones 

retributivas y preventivo-generales.

En tercer, y último lugar, la presencia de largos periodos de seguridad (de 18, 22 y hasta de 30 años en 

casos de pena perpetua e incluso periodos de seguridad permanente en ciertos casos1) resulta en los 

supuestos más extremos tendencialmente incompatible con la doctrina del Tribunal Europeo de Derechos 

Humanos (caso Vinter y otros c. Reino Unido 20132).

1
 En determinados casos el periodo de seguridad es la mitad de la pena o 2/3 (v. Art. 132-23 CP) aunque cuando se im-

pone la pena perpetua en caso de Asesinato de un funcionario de policía o cometido por banda organizada, por ejemplo, 

aquel periodo puede ser permanente. Véase el Anexo 4 para más detalle.

2 
Aunque recientemente, de conformidad con el caso Bodein contra Francia 2014 el tope de 25 años establecido en Vinter 

se computa a partir del momento de la condena por lo que dicho plazo, al no tener eventualmente en cuenta el tiempo 

discurrido en prisión provisional, podría llegar a ser más largo. Véase el Anexo 4 para más detalle.
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La gran diferencia respecto de la normativa española, no obstante, debe situarse en la ausencia de un 

tratamiento particular y especial de política penitenciaria ad hoc para las personas presas por delitos de 

terrorismo en relación con ETA. Desde luego que existe una política antiterrorista especial y agravada en el 

campo sustantivo y procesal, así como jurisdicciones especializadas y centralizadas en París, también en 

OR�TXH�FRQFLHUQH�D�OD�DSOLFDFLyQ�GH�ODV�SHQDV��$UW�����������&33�\�DUW���'��������&33���3HUR�HQ�HVWH�~OWLPR�
caso, las particularidades procesales no afectan per se a las condiciones de fondo para acceder a medidas 

de individualización. Ello lleva a aplicar en el proceso de reinserción prácticamente los mismos requisitos 

que se aplican a los demás presos y que, en esencia, se cifran en un cierto paso del tiempo antes de poder 

progresar a regímenes de semi-libertad (normalmente en torno a la mitad del tiempo de la pena con las 

excepciones de algunos periodos de seguridad excepcionalmente largos ligados a algunas modalidades de 

pena perpetua); y un pronóstico de peligrosidad individualizado que se encuentra desde el punto de vista 

OHJLVODWLYR�GHVFDUJDGR�GH�UHTXLVLWRV�DGLFLRQDOHV��DEDQGRQR��FRODERUDFLyQ��SHUGyQ��HWF«��TXH�SXGLHUDQ�EOR-

quear dicho proceso. Los tales requisitos adicionales, en su caso, despliegan más bien efectos premiales 

antes que de bloqueo evitando en este sentido convertir el proceso de reinserción en uno coactivo y, por 

ende, intrusivo e incompatible con los derechos fundamentales del interno.

Por último, conviene hacer referencia a una cuestión que se deriva de la implicación transfronteriza de los 

delitos de terrorismo cometidos por miembros de ETA a un lado y al otro de la frontera. Cuando hay con-

denas o procesos judiciales en ambos países, hasta ahora la regla general era que cuando se producía la 

entrega a España las penas ya cumplidas en Francia no se tomaban en consideración a efectos de acumu-

lación y limitación en supuestos de multidelincuencia aun cuando se diera la necesaria conexidad al respec-

to [en condenas de otros países, como Tailandia o Andorra, el TS sí había admitido la acumulación]. Con 

otras palabras, en vez de considerar las condenas ya impuestas y cumplidas en Francia de conformidad 

FRQ�OD�'HFLVLyQ�0DUFR����������-$,�GHO�&RQVHMR��GH����GH�MXOLR�GH�������HQ�(VSDxD�DTXHOODV�VH�LJQRUDEDQ�
ya que la citada Decisión Marco no había sido traspuesta. El Tribunal Supremo español (STS 186/2014, 

GH����GH�PDU]R��SDUHFtD�TXH�LED�D�DFODUDU�HVD�VLWXDFLyQ�GH�IRUPD�GHÀQLWLYD�FRQ�XQ�SURQXQFLDPLHQWR�IDYR-

UDEOH�D�OD�DFXPXODFLyQ��SHUR�UHFLHQWHPHQWH�SRU�/2���������GH����GH�QRYLHPEUH�\�/H\����������GH����GH�
noviembre, se limita drásticamente dicha posibilidad y en cualquier caso quedan excluidas de la misma las 

condenas dictadas en Francia con anterioridad al 15 de agosto de 2010 (art. 14 y Disposición adicional úni-

FD�/2���������DUW�����\�'LVSRVLFLyQ�WUDQVLWRULD�SULPHUD�/H\�����������/D�FRQVHFXHQFLD�GH�WRGR�HOOR�HV�TXH�
los límites máximos de cumplimiento (20, 25, 30 o 40 años) de hecho se han visto, y se seguirán viendo, 

rebasados de facto porque su cumplimiento se anuda, sin descontarlos, a los años de prisión ya cumplidos 

previamente en Francia antes de la entrega a España.

2.9. LAS VÍCTIMAS

Las víctimas del terrorismo han visto reconocido un conjunto amplio de derechos de conformidad con la 

normativa europea (Directiva 2012/29/UE) y estatal (con un estatus particular y reforzado en el caso de 

España: Ley 29/2011 y complementado por normas autonómicas; normativa general del CPP –Código 

Procesal Penal– para todas las víctimas en el caso de Francia).

(Q�IDVH�GH�HMHFXFLyQ��VLQ�HPEDUJR��VXV�GHUHFKRV�GHEHQ�FRQÀJXUDUVH�\�HTXLOLEUDUVH�GH�WDO�PDQHUD�TXH�QR�
LQWHUÀHUDQ�HQ�HO�SURFHVR�GH�UHLQVHUFLyQ��1R�H[LVWH�LPSHGLPHQWR�DOJXQR��WRGR�OR�FRQWUDULR��D�SURYHHU�HQ�WDO�
fase la información necesaria a las víctimas del delito y adoptar las medidas oportunas para que una even-

tual liberación –anticipada o no– no entrañe ninguna puesta en peligro de las mismas. Pero más allá de los 

derechos de información y las cautelas de seguridad no cabe conceder a las víctimas la capacidad legal de 

bloquear el proceso de reinserción.

De forma complementaria a la idea señalada, debe añadirse que, no obstante, debe promocionarse en la 

fase penitenciaria cualquier comportamiento y/o actitud por parte de los autores del delito que potencial-

mente sea positivo y reparador para las víctimas. Programas generales de reparación material o simbólica, 

incluidas mediaciones o intervenciones en la línea de la justicia restaurativa, satisfacción de las respon-

sabilidades civiles, incluso peticiones de perdón, asunción expresa de responsabilidad, arrepentimiento y 

autocrítica por el daño causado (siempre que se pueda garantizar el carácter no coactivo de los mismos) 

VRQ�WRGRV�FRPSRUWDPLHQWRV�D�SURPRFLRQDU�\�D�YDORUDU�SDUD�OD�FRQFHVLyQ�GH�EHQHÀFLRV�H[WUDRUGLQDULRV�²LQ-

cluido el indulto particular. No, por el contrario, como elementos a exigir de manera forzada y condicionada 

a que, de no darse, pudiera bloquearse el progreso a regímenes de semi-libertad. La posibilidad, por tanto, 

de que la víctima pudiera personarse como parte en fase de ejecución con capacidad de impugnación de 

decisiones relativas a la progresión de grado debería contemplarse como una interferencia inaceptable en 

el derecho de reinserción.
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Bloque C.�"�NPEP�EF�TÓOUFTJT��QSPQVFTUB�mOBM
2.10. REFORMA, REINTERPRETACIÓN Y REFLEXIÓN FINAL

���'H�OHJH�IHUHQGD��Una toma en consideración hasta sus últimas consecuencias del primado de los 

SULQFLSLRV�GH�UHLQVHUFLyQ�LQGLYLGXDOL]DGD�\�GH�QR�GLVFULPLQDFLyQ��GHEHUtD�OOHYDU�D�PRGLÀFDU�SRU�YtD�GH�
reforma legislativa, algunos aspectos de la legislación penitenciaria española que, fundamentalmente, 

IXHURQ�LQFRUSRUDGRV�SRU�/H\�2UJiQLFD��������GHO�´FXPSOLPLHQWR�tQWHJUR�\�HIHFWLYRµ�GH�ODV�SHQDV��(Q�
FRQFUHWR�GHEHUtD�ÁH[LELOL]DUVH�OD�UHJXODFLyQ�VREUH�HO�SHULRGR�GH�VHJXULGDG�SDUD�HQ�RFDVLRQHV�UHGXFLU�
su enorme duración y, en general, convertir su aplicación en una de índole potestativa –y no precep-

tiva– que permita así su reversibilidad a la luz de la evolución del pronóstico de peligrosidad criminal. 

En cualquier caso periodos de seguridad obligatorios superiores a 15 años resultan inaceptables 

como también penas máximas más allá de los 30 años de prisión.

En la misma línea, la regulación tanto de la responsabilidad civil como de los requisitos de abandono y 

colaboración junto a su formas tasadas de acreditación, deberían orientarse a un único denominador 

común: la constatación de que el interno abandona la violencia y el recurso al delito quedando en 

situación de reintegrarse a la sociedad para conducir una vida en libertad responsable y desvinculada 

de la organización terrorista y su programa de usar vías criminales para la consecución de objetivos 

políticos. Todo lo que vaya más allá de ese abandono de la violencia a futuro y de la disociación en 

sentido estricto: así, conductas de petición expresa de perdón, arrepentimiento, reconocimiento del 

daño, actitud favorable a la satisfacción de responsabilidades civiles, colaboración activa con las au-

WRULGDGHV��HWF«VRQ�WRGRV�DVSHFWRV�D�VHU�SURPRFLRQDGRV�HQ�HO�SURFHVR�GH�UHLQVHUFLyQ�LQGLYLGXDOL]DGR�
pero no de forma coactiva bajo la amenaza legal de bloqueo de la progresión en grado. Dicha coac-

ción legal convierte a la reinserción en rehabilitación forzada, intrusiva y laminadora de los derechos 

fundamentales del interno.

(Q�OD�PLVPD�OtQHD��ODV�SROtWLFDV�VLVWHPiWLFDV�GH�DOHMDPLHQWR�\�GH�FODVLÀFDFLyQ�HQ�SULPHU�JUDGR�GHEH-

rían abandonarse y dar paso, en su caso, a su transformación en medidas individuales donde quepa 

VX�MXVWLÀFDFLyQ�FRQ�EDVH�HQ�XQD�SHOLJURVLGDG�LQWHUQD�\�R�H[WHUQD�FRQVWDWDGD��6X�PDQWHQLPLHQWR�YLROD�
la doctrina de la Convención Europea de Derechos Humanos.

Las reformas legales acompasarían el modelo penitenciario español y su interpretación al emergente 

FRQVHQVR�GHO�GHUHFKR�LQWHUQDFLRQDO�GH�ORV�GHUHFKRV�KXPDQRV�GHQWUR�GHO�HVSDFLR�JHRJUiÀFR�UHJLRQDO�
del Consejo de Europa. Dichas reformas, de la misma manera, podrían servir, más allá de las razones 

de principio (reinserción y no discriminación) expuestas, a modo de propuesta de justicia transicional 

SUR�DFWLYD�HQ�HO�SURFHVR�GH�GHVDSDULFLyQ�\�GLVROXFLyQ�GHÀQLWLYD�GH�(7$�TXH�DGDSWDUD�DVt�HO�'HUHFKR�D�
OD�QXHYD�VLWXDFLyQ�WUDV�HO�FHVH�GHÀQLWLYR�GH�OD�YLROHQFLD�GHFODUDGR�D�ÀQDOHV�GH������

2. De lege lata. De forma alternativa a una reforma legislativa, los mismos objetivos (asunción hasta sus 

últimas consecuencias del principio de reinserción y no discriminación) deberían poder alcanzarse 

PHGLDQWH�XQD� LQWHUSUHWDFLyQ�SUR� UHR�TXH�KLFLHUD�XVR�GHO�PRGHOR�ÁH[LEOH�GH�HMHFXFLyQ�SHQLWHQFLDULR�
PiV�DOOi�GH�OD�FODVLÀFDFLyQ�LQLFLDO��DUW��������53���(VWD�VHUtD�OD�YtD�SDUD�DWHPSHUDU�ORV�SHULRGRV�GH�
seguridad y mínimos excesivos y para asegurar que el conjunto de requisitos y modos de acreditarlos 

se reconducen no a un conjunto acumulado de obstáculos que bloquean efectivamente el proceso de 

reinserción sino a una vía de constatación y promoción del abandono efectivo e individual de la violen-

cia con disociación en sentido estricto. De la misma forma, debería llevarse a cabo una desactivación 

de facto�GH�OD�SROtWLFD�GH�DOHMDPLHQWR�R�GH�FODVLÀFDFLyQ�HQ�SULPHU�JUDGR��

Esta interpretación debe ser compatible con una multiplicación de los espacios para que conductas 

pro-víctima y prosociales (perdón, arrepentimiento, reconocimiento del daño, satisfacción de la res-

SRQVDELOLGDG�FLYLO��MXVWLFLD�UHVWDXUDWLYD��PHGLDFLRQHV«��HQ�HO�iPELWR�SHQLWHQFLDULR�WHQJDQ�D�VX�YH]�OD�
posibilidad de desplegarse. Tales conductas son positivas y para su materialización y promoción se 

GHEHUtDQ�KDELOLWDU�WDPELpQ�EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�TXH�²D�GtD�GH�KR\²�HVWiQ�SURKLELGRV�SRU�OH\�SDUD�
los internos por delitos terroristas (salvo el indulto particular). Un cierto periodo de tiempo en prisión y 

abandono con desvinculación es la base del proceso de reinserción de cara a su progresión en grado: 

más allá debe quedar expedito el campo para mecanismos premiales adicionales.
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���5HÁH[LyQ�ÀQDO��WLHPSR�SDUD�HO�GHUHFKR

La actitud de ETA como organización y la de sus miembros frente a la política penitenciaria ha sido durante 

demasiado tiempo la de una utilización de este campo como lucha política contra el Estado. Esta lógica ha 

marginado también, como efecto colateral, las posibilidades de hacer efectivos los derechos incluso por vía 

judicial y así poder objetar adecuadamente las decisiones adoptadas en sede penitenciaria. La pasividad 

jurídica efectiva de las personas presas por delitos de terrorismo de ETA ha evitado que se haya podido 

dar una oportunidad a que el Derecho y, en particular, el emergente derecho internacional de los derechos 

humanos a este respecto, pudiera desplegarse y contrastarse con la legislación penitenciaria y su aplica-

ción. La aceptación de la legislación penitenciara anunciada por representantes de una gran mayoría de 

dichos internos debería abrir una nueva etapa. Es el tiempo del Derecho como mecanismo de resolución de 

FRQÁLFWRV��TXH�GHEHUtD�FRQWULEXLU�D�KDFHU�GHVDSDUHFHU�OD�WHQWDFLyQ�GH�XVDU�OD�SROtWLFD�SHQLWHQFLDULD�SDUD�ÀQHV�
distintos de aquellos que se derivan del principio de reinserción como consenso indiscutible del derecho 

penitenciario europeo.

ANEXOS
Anexo 1 Informe Preliminar (J.M. Landa –coord–; J. Echano, X. Etxebarria, E. Garro).

Anexo 2 Comments on the Report on the current state of penitenciary law and its application to crimes 

of terrorism by ETA (F. Dünkel, T. Lappi-Seppälä, L. Lazarus).

Anexo 3 Comentarios sobre el Informe Preliminar (J.M. Gómez-Benitez).

Anexo 4 Comentarios en relación con la situación penitenciaria de miembros de ETA. Perspectiva 
comparativa (A. Gogorza).
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El Reglamento Penitenciario enumera en su artículo 4 los derechos de las personas presas y, entre estos, 

ÀJXUD�HO�GHUHFKR�D�ORV�EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�SUHYLVWRV�HQ�OD�OHJLVODFLyQ��(Q�HVHQFLD�\�HQ�UHODFLyQ�FRQ�XQ�
proceso de resocialización, las personas presas tienen derecho a la progresión de grado, a permisos y a la 

libertad condicional. Todo ello, lógicamente, cuando se cumplen determinados requisitos. Uno de ellos es 

que la posibilidad de ejercer estos derechos sea solicitada por la persona presa.

���3URJUHVLyQ�GH�JUDGR

/D�-XQWD�GH�7UDWDPLHQWR�GH�FDGD�FiUFHO�FODVLÀFD�D�ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�HQ�WUHV�JUDGRV�SHQLWHQFLDULRV��(Q�
el momento del ingreso en prisión, la dirección de cada centro asigna al preso el grado en que quedará 

FODVLÀFDGR�

��(O�SULPHU�JUDGR��R�UpJLPHQ�FHUUDGR��HVWDEOHFH�PHGLGDV�HVWULFWDV�GH�FRQWURO�\�VHJXULGDG��0LHQWUDV�OD�
SHUVRQD�SUHVD�HVWp�HQ�HVWH�UpJLPHQ��QR�SXHGH�DFFHGHU�RUGLQDULDPHQWH�D�EHQHÀFLRV�SHQLWHQFLDULRV�R�
permisos.

��(O�VHJXQGR�JUDGR��R�UpJLPHQ�FRP~Q��SHUPLWH�GLVIUXWDU�GH�VDOLGDV�SXQWXDOHV�GH�SULVLyQ��VL�OD�SHUVRQD�
presa ha cumplido la cuarta parte de la condena y no registra mal comportamiento, ni existe riesgo 

de fuga.

��(O�WHUFHU�JUDGR��R�UpJLPHQ�DELHUWR��SHUPLWH�D�OD�SHUVRQD�SUHVD�GHVDUUROODU�XQ�UpJLPHQ�GH�YLGD�HQ�
semilibertad, una vez ha cumplido la mitad de la condena. Tiene la posibilidad de disfrutar de salidas 

y permisos para completar su proceso de reinserción mediante actividades de formación o laborales. 

La persona presa puede solicitar la progresión de grado en cualquier momento. La Junta de Tratamiento 

GH�FDGD�FiUFHO�UHYLVD�HVWD�FODVLÀFDFLyQ�FDGD�VHLV�PHVHV��FDGD�WUHV�HQ�HO�FDVR�GH�ORV�FODVLÀFDGRV�HQ�SULPHU�
grado). Si la solicitud es denegada el interno puede recurrir la decisión ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria.

�����3URJUHVLyQ�GH�SULPHU�D�VHJXQGR�JUDGR 

En la práctica, en el caso de personas presas condenadas por delitos de terrorismo, y siempre que 

no se acumulen sanciones por mal comportamiento, el requisito básico para progresar de primer a 

VHJXQGR�JUDGR�HV�SRQHU�GH�PDQLÀHVWR�HO�FRPSURPLVR�FRQ� ODV�YtDV�SDFtÀFDV�\�GHPRFUiWLFDV��\� OD�
desvinculación con cualquier estrategia de violencia.
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El interno debe solicitar la progresión de grado a la Junta de Tratamiento de su Centro Penitenciario. 

Si esta es denegada, puede dirigir un escrito al Juez Central de Vigilancia Penitenciaria, recurriendo 

VX�FODVLÀFDFLyQ�HQ�SULPHU�JUDGR�PHGLDQWH�XQ�HVFULWR�TXH�H[SOLFLWH�VX�FRPSURPLVR�FRQ�OD�SD]��3DUD�
esta gestión no es necesario el concurso de un abogado, el interno lo puede hacer de forma directa.

$OJXQRV�LQWHUQRV�FODVLÀFDGRV�HQ�SULPHU�JUDGR�KDFHQ�UpJLPHQ�GH�YLGD�GH�VHJXQGR�JUDGR��6L�HVWR�HV�DVt��
es conveniente hacerlo constar en el recurso que se dirige al Juez Central de Vigilancia Penitenciaria.

�����3URJUHVLyQ�GH�VHJXQGR�D�WHUFHU�JUDGR
La progresión de segundo a tercer grado se puede solicitar una vez se ha cumplido la mitad de la 

condena. El procedimiento es el mismo que en el caso anterior. En última instancia, la persona presa 

puede solicitarla ante el Juez de Vigilancia Penitenciaria. La ejecutoria habitual en estos casos se 

basa en el cumplimiento de los siguientes requisitos:

��3RQHU�GH�PDQLÀHVWR�OD�GLVSRVLFLyQ�D�KDFHU�IUHQWH�D�OD�UHVSRQVDELOLGDG�FLYLO�

��([SUHVDU�HO�UHFRQRFLPLHQWR�GHO�GDxR�FDXVDGR�D�ODV�YtFWLPDV�

��0DQLIHVWDU�OD�UHQXQFLD�H[SUHVD�D�OD�YLROHQFLD�

En este sentido, cobra valor, como declaración de referencia, el contenido del reciente Acuerdo de 

Conformidad suscrito por los acusados en el caso ANV/PCTV con la Fiscalía de la Audiencia Nacio-

nal: “Quiero añadir mi compromiso con la renuncia a cualquier actividad relacionada con el uso de la 
violencia, queriendo que este reconocimiento contribuya a la reparación a las víctimas del terrorismo 
por el daño y sufrimiento que les ha causado”.

�����3URJUDPD�HVSHFtÀFR�GH�WUDWDPLHQWR�D�WUDYpV�GHO�DUWtFXOR�������GHO�5H-
glamento Penitenciario 

El Reglamento Penitenciario, en su artículo 100.2 contempla la posibilidad de combinar aspectos del 

segundo y del tercer grado, sin que sea necesario tener cumplida la mitad de la condena. Su objetivo 

HV�ÁH[LELOL]DU�H� LQGLYLGXDOL]DU�HO�VLVWHPD�GH�JUDGRV��GH�PRGR�TXH�HO�SURFHVR�GH�UHLQVHUFLyQ�SXHGD�
adecuarse mejor a las necesidades de cada caso.

La aplicación de este artículo debe fundamentarse en base a la necesidad de desarrollar un progra-

PD�HVSHFtÀFR�TXH��SRU�UD]RQHV�IRUPDWLYDV��ODERUDOHV�R�GH�RWUR�WLSR��KDJD�QHFHVDULR�XQ�UpJLPHQ�GH�
semilibertad. Esta medida requiere la posterior aprobación del Juez de Vigilancia Penitenciaria. 

En los precedentes de aplicación práctica de este artículo a condenados por delitos de terrorismo, 

se han tenido en cuenta requisitos similares a los que se plantean para la progresión de segundo a 

tercer grado, salvo haber cumplido la mitad de la condena.

���3HUPLVRV

Los permisos penitenciarios pueden ser comunes o extraordinarios. Los ordinarios pueden ser de 36 días 

al año para los presos en segundo grado, o de 48 días para los que se encuentren en tercer grado. Los 

SHUPLVRV�H[WUDRUGLQDULRV�VH�UHVHUYDQ�SDUD�VLWXDFLRQHV�\�FRQWLQJHQFLDV�HVSHFtÀFDV�SRU��PRWLYRV�GH�VDOXG��
DFFLGHQWH�R�OXWR�IDPLOLDU��ERGDV��PDWHUQLGDG«�\�VX�GXUDFLyQ�GHSHQGH�GH�FDGD�FLUFXQVWDQFLD�

El derecho a disfrutar de permisos penitenciarios establece como requisitos básico haber cumplido la 

FXDUWD�SDUWH�GH� OD�FRQGHQD��HVWDU�FODVLÀFDGR�HQ�VHJXQGR�JUDGR�\�DFUHGLWDU�XQD�EXHQD�FRQGXFWD��(Q� ORV�
precedentes prácticos de concesión de permisos a personas presas condenadas por delitos de terrorismo 

se han establecido los mismos requisitos que para la progresión de segundo a tercer grado.
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&XDWUR�IDFWRUHV�TXH�SXHGHQ�FRQWULEXLU�D�ORV�
SURFHVRV�GH�UHVRFLDOL]DFLyQ

En la promoción de un nueva política penitenciaria buena parte de la responsabilidad recae en la Admi-

nistración del Estado. Sin embargo, hay factores que están en manos de las personas presas y también 

de ETA y de su entorno político. Factores que pueden contribuir a eliminar obstáculos y pretextos, y que 

pueden favorecer el desarrollo práctico de una nueva orientación práctica de las políticas penitenciaria y de 

resocialización. En este apartado se mencionan cuatro:

1. 6HJXLU�PDQWHQLHQGR�KR\�OD�GHFLVLyQ�GHO�FROHFWLYR�GH�SUHVRV�GH�QHJDUVH�D�VROLFLWDU�EHQHÀFLRV�SHQL-
tenciarios y a explorar las posibilidades legales e individuales que, mediante la progresión de grados, 

ofrece el Reglamento Penitenciario, además de ser difícilmente comprensible, es un obstáculo obje-

tivo. Superar esta decisión constituiría un factor de cambio positivo de la situación.

2. Según expertos juristas, un desarme total e incondicional y, todavía más, la disolución de ETA, 

constituirían un hecho que jurídicamente habría de interpretarse como una forma de colaboración 

FRQ�ODV�LQVWLWXFLRQHV�\�GH�GHVPDUTXH�FROHFWLYR�GH�OD�HVWUDWHJLD�GH�OD�YLROHQFLD�GH�FDUiFWHU�GHÀQLWLYR��
Todo ello tendría una innegable incidencia en la valoración del pronóstico de los procesos de rein-

serción y resocialización.

3. Las personas presas han formado parte de un movimiento que ha compartido una estrategia 

FROHFWLYD�GH� MXVWLÀFDFLyQ�SROtWLFD�GHO�XVR�GH� OD�YLROHQFLD�HQ�HO�SDVDGR��1R�SDUHFH� OyJLFR�TXH�FDGD�
SHUVRQD�SUHVD�TXHGH�VROD��DKRUD��DQWH�OD�UHÁH[LyQ�FUtWLFD�TXH�VREUH�HVH�SDVDGR�OH�SLGH�HO�WUDWDPLHQWR�
penitenciario. Al contrario, sería muy relevante que ese movimiento político hiciera una valoración 

autocrítica sobre las violaciones de derechos humanos provocadas en el pasado, que sea útil a los 

procesos de resocialización, y a la que cada preso/a pudiera acogerse si lo desea.

4. Como se ha señalado ya, otro factor que podría ayudar de manera importante a avanzar en los 

SURFHVRV�OHJDOHV�GH�UHVRFLDOL]DFLyQ�HV�TXH�FDGD�SHUVRQD�SUHVD�PDQLÀHVWH�FRQ�VXV�SURSLDV�SDODEUDV��
\�GH�XQD�X�RWUD�PDQHUD��XQD�UHÁH[LyQ�GH�IXWXUR��GH�SUHVHQWH�\�GH�SDVDGR��&RQ�UHVSHFWR�DO�IXWXUR��XQ�
FRPSURPLVR�GHÀQLWLYR�FRQ�ODV�YtDV�SDFtÀFDV�\�GHPRFUiWLFDV��FRQ�UHVSHFWR�DO�SUHVHQWH��XQD�YROXQWDG�
de reparación a las víctimas; y, con respecto al pasado, un distanciamiento autocrítico en relación 

con el delito cometido, especialmente si este ha supuesto vulneración de derechos humanos.

3. Libertad condicional
/D�/LEHUWDG�&RQGLFLRQDO�HV�XQD� IRUPD�HVSHFtÀFD�GH�FXPSOLPLHQWR�GH� OD�SHQD��/RV�UHTXLVLWRV�REMHWLYRV�

para acceder a la misma son encontrarse en tercer grado, y haber extinguido las tres cuartas partes de 

la condena. Los requisitos subjetivos son haber observado buena conducta y contar con un pronóstico 

LQGLYLGXDOL]DGR�\�IDYRUDEOH�GH�UHLQVHUFLyQ�VRFLDO��(Q�OD�SUiFWLFD��HVWR�VLJQLÀFD�FRQVROLGDU�ORV�FRPSURPLVRV�
establecidos para progresar de segundo a tercer grado y profundizar en ellos.

Cuando el penado reúne estos requisitos objetivos y subjetivos, la Junta de Tratamiento debe elevar al 

Juez de Vigilancia Penitenciaria el correspondiente expediente de Libertad Condicional. Los casos con una 

consideración especial para la concesión de la Libertad Condicional son los de enfermos graves e incura-

EOHV�\�SHUVRQDV�PD\RUHV�GH����DxRV�

(Q�GHÀQLWLYD�\�HQ�ORV�FDVRV�GH�SHUVRQDV�SUHVDV�FRQGHQDGDV�SRU�GHOLWRV�GH�WHUURULVPR��HO�SURFHVR�GH�SURJUH-

sión de grados hasta la libertad condicional supone evidenciar que, con respecto al futuro, la persona presa 

DVXPH�XQ�FRPSURPLVR�GHÀQLWLYR�FRQ�ODV�YtDV�SDFtÀFDV�\�GHPRFUiWLFDV��FRQ�UHVSHFWR�DO�SUHVHQWH��H[SUHVD�XQD�
voluntad de reparación a las víctimas; y, con respecto al pasado, hace suyo un distanciamiento autocrítico en 

relación con el delito cometido, especialmente si este ha supuesto vulneración de derechos humanos.
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Primera parte. Apuntes introductorios

1. Contexto
(O�FRQWHQLGR�GH�HVWD�SRQHQFLD�VH�VLW~D�HQ�XQ�FRQWH[WR�PX\�HVSHFtÀFR��+DFH�FLQFR�DxRV��(7$�DQXQFLy��
después de cinco décadas, el cese del terrorismo. Desde entonces, el Gobierno Vasco está desplegando 

políticas públicas orientadas a consolidar la paz y normalizar la convivencia. 

La historia de la violencia ha dejado tras de sí una terrible estela de dolor, sufrimiento, injusticia y víctimas. 

La respuesta a los derechos de las víctimas ha adquirido una importancia decisiva en el proceso de paz y 

convivencia que desarrolla la sociedad vasca. Desde 1990, ha tenido un protagonismo creciente. Antes, las 

víctimas padecieron abandono y desatención. Hoy todavía siguen abiertos importantes debates sobre la 

armonización de políticas públicas de víctimas y de convivencia.

Por otra parte, en estas últimas décadas, el número sostenido de personas presas encarceladas por 

pertenencia o colaboración con ETA ha oscilado entre las 500 y las 900 personas. Hoy quedan en la cárcel 

alrededor de 360. La política penitenciaria, en general y de reinserción en particular, ha sido a lo largo de los 

~OWLPRV�YHLQWH�DxRV�XQD�PDWHULD�REMHWR�GH�LPSRUWDQWH�FRQWURYHUVLD��+R\�VLJXH�WHQLHQGR�XQD�JUDQ�LQÁXHQFLD�
en el proceso de normalización de la convivencia.

En junio de 2016, afortunadamente, la violencia de ETA es un mal recuerdo del pasado. Este hecho implica 

la desaparición del riesgo de reincidencia, algo de importancia decisiva tanto para el derecho a las garantías 

de no repetición que corresponde a las víctimas como para la política penitenciaria y de reinserción. 

(VWH�HV�HO�FRQWH[WR�HVSHFtÀFR�HQ�TXH�QRV�HQFRQWUDPRV��8QD�SUHJXQWD�GH�SUR\HFFLyQ�HVWUDWpJLFD�TXH�FDEH�
hacerse en este contexto es si, en este momento crucial de la historia de Euskadi, las políticas de víctimas 

y las políticas de reinserción han de constituir un choque de perspectivas o, por el contrario, pueden 

JHVWLRQDUVH�HQ�FODYH�GH�FRQÁXHQFLD�\�FRQYLYHQFLD�

En esta ponencia se trata de explicar cómo plantea el Gobierno Vasco hacer de la política penitenciaria y de 

UHLQVHUFLyQ�XQD�SROtWLFD�GH�FRQYLYHQFLD�SDUD�OD�VRFLHGDG��\�GH�FRQÁXHQFLD�SDUD�ODV�YtFWLPDV��(Q�HVH�PDUFR��
la justicia restaurativa juega un papel fundamental.

2. Antecedentes
El 26 de noviembre de 2013, el Gobierno Vasco aprobó el “Plan de Paz y Convivencia 2013-16. Un objetivo 

de encuentro social”. Entre sus 18 iniciativas, y en materia de política penitenciaria y reinserción social, 

contiene la previsión de desarrollo de un programa orientado a facilitar procesos legales de resocialización 

de personas presas que se denomina Hitzeman. 

El 1 de octubre de 2014, la Secretaría General para la Paz y la Convivencia presentó el documento “Hitzeman 

y abrió un período de cinco meses para recoger aportaciones y sugerencias de mejora del documento. La 

principal conclusión de este proceso fue que, antes del pleno despliegue del Programa Hitzeman, procedía 

una fase de experiencia piloto.

Desde marzo de 2015, se ha venido desarrollando un trabajo de pilotaje en dos ámbitos. Por un lado, un 

grupo de juristas y expertos/as, en contacto con personas presas y expresas, ha trabajado en la elaboración 

de un modelo de protocolo de seguimiento a procesos de reinserción. Por otro lado, en el seno del Gobierno 

Vasco, una mesa interdepartamental ha estudiado, con casos prácticos, la perspectiva asistencial de los 

procesos post-penitenciarios de reintegración social.



��

3. Hipótesis de trabajo
(Q�HVWH�FRQWH[WR�GH�DQWHFHGHQWHV��\� WHQLHQGR�HQ�FXHQWD� OD�UHOHYDQFLD�HVSHFtÀFD�TXH�HVWD�PDWHULD� WLHQH�
para la sociedad vasca, la hipótesis de trabajo que asume el Gobierno Vasco es que en Euskadi el impulso 

de una política penitenciaria y de reinserción, acorde a la legalidad constitucional y al momento histórico en 

que esta ha de aplicarse, debe contar con cobertura normativa de un decreto que la regule.

Esa norma deberá establecer las actuaciones que, en materia de reinserción y reintegración social de 

SHUVRQDV�SUHVDV��SRGUi�GHVDUUROODU�HO�*RELHUQR�9DVFR��$O�ÀQDO�GH�HVWD�/HJLVODWXUD��HVWH�HV�HO�SUR\HFWR�TXH�
el Gobierno Vasco deja preparado para su eventual despliegue en la próxima Legislatura.

Esta norma debería abordar dos ámbitos: la vertiente de la reinserción que necesariamente debe iniciarse 

cuando la persona presa todavía está en la cárcel y que ha de promover los valores de compromiso con 

los derechos humanos, la paz, la convivencia, el pluralismo y los principios democráticos; y la vertiente de 

la reintegración social que se despliega cuando la persona presa empieza a salir en libertad y que ha de 

centrarse en los aspectos más asistenciales de su resocialización post-penitenciaria.

4. %FmOJDJPOFT
��$�ORV�HIHFWRV�GH�HVWH�HYHQWXDO�SUR\HFWR�GH�QRUPD�VH�GLVWLQJXHQ�GRV�FRQFHSWRV�TXH�GHÀQHQ�GRV�WLSRV�GH�
actuación diferenciados y complementarios: reinserción y reintegración.

-Reinserción (Proyecto de). Hace referencia al impulso de procesos legales que, mediante la 

acreditación de un distanciamiento crítico con respecto al delito cometido, el reconocimiento del daño 

causado a las víctimas y el compromiso con la paz y la convivencia, permitan a la persona condenada 

por un delito de terrorismo avanzar en su proceso de resocialización.

-Reintegración (Programa de). Hace referencia a la promoción de procesos post-penitenciarios de 

apoyo asistencial que, desde el punto de vista de las necesidades materiales, pueda presentar una 

persona presa en su proceso de salida de prisión para su adecuada adaptación a la vida social.

5. Acotaciones
Esta ponencia y el proyecto de norma que describe tiene dos vertientes: el acompañamiento institucional a 

itinerarios de reinserción, y el apoyo asistencial a la reintegración social post-penitenciaria. Todo ello tiene 

una relación directa, aunque no exclusiva, con la existencia en el caso vasco de un importante número de 

personas presas condenadas por delitos de terrorismo.

El acompañamiento institucional a itinerarios de reinserción, mediante este eventual proyecto de decreto, 

VH�FLUFXQVFULEH�DO�FDVR�GH�SHUVRQDV�HQFDUFHODGDV�HVSHFtÀFDPHQWH�SRU�GHOLWRV�GH�WHUURULVPR��(VWR�HV�DVt�
porque, en este momento, la propia legislación establece de un modo excepcional requisitos diferenciados 

para las personas condenadas por este tipo de delitos.

Sin embargo, cualquier previsión de apoyo asistencial a la reintegración social post-penitenciaria que 

contemple esa norma será de aplicación a personas condenadas por cualquier otro delito, siempre que se 

cumplan los requisitos equivalentes.

6. Puntos de partida
7UHV�SXQWRV�GH�SDUWLGD�GHÀQHQ�HO�desde dónde se plantea el Gobierno Vasco la opción de impulsar y aprobar 

una herramienta normativa para la reinserción y reintegración de las personas presas. Constituyen tres 

perspectivas. La primera tiene que ver con la ética de la segunda oportunidad, la segunda con el valor 

superior de la convivencia, y la tercera con el marco de la justicia restaurativa. 
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6.1. La perspectiva de las personas presas, la ética de la segunda oportunidad 
La ética de la segunda oportunidad es el primer punto de partida en el que se sitúa el impulso de este 

proyecto de norma. Este punto de partida ofrece una posibilidad de acercamiento a la cuestión de la 

reinserción desde la perspectiva de las personas presas. 

Paradójicamente, el sistema democrático y su legislación están construidos sobre el principio de 

GHVFRQÀDQ]D�HQ� OD�FRQGLFLyQ�KXPDQD��/D�PD\RU�SDUWH�GHO�FRQWHQLGR�GH� ODV� OH\HV�VH�FRQÀJXUD�HQ�
previsión y como límite ante sus comportamientos más negativos. Sin embargo, la reinserción es una 

de esas pocas instituciones legales que deposita un margen de esperanza en lo mejor de la condición 

KXPDQD��HQ�VX�FDSDFLGDG�GH�DXWRFUtWLFD�\�UHFWLÀFDFLyQ��6H�EDVD�HQ�OD�pWLFD�GH�OD�VHJXQGD�RSRUWXQLGDG�

La reinserción es un principio constitucional que ofrece esa segunda oportunidad a quien ha cometido 

delitos. La cadena perpetua o la pena de muerte niegan esta posibilidad. Articular políticas públicas 

GH�SURPRFLyQ�GH�OD�UHLQVHUFLyQ�WLHQH�XQ�SURIXQGR�VLJQLÀFDGR�pWLFR��SROtWLFR�\�SUR�VRFLDO��&RQWULEX\H�D�
hacer sociedades más humanizadas, integradas, democráticas y con menor desigualdad.

Las políticas de reinserción son muy importantes. Forman parte de aquello que hace que la política 

responda a su más noble misión. Por este tipo de razones, el Gobierno Vasco está comprometido con una 

nueva política penitenciaria y promueve, en la medida de sus posibilidades, las vías legales de reinserción.

6.2. La perspectiva de la sociedad, el valor de la convivencia
En democracia, toda actuación política se ordena en última instancia al logro de un objetivo con 

valor superior: una convivencia justamente conciliada. Una convivencia conciliada es valor, objetivo y 

principio de un proyecto democrático. La política penitenciaria y de reinserción debe formar parte de 

una política pro-social y de convivencia, con más motivo aún en una sociedad que ha padecido una 

vivencia sostenida de violencia y división.

En este marco debe situarse el segundo punto de partida de este proyecto de norma sobre reinserción 

y reintegración social de personas presas. El valor de la convivencia permite una aproximación a esta 

cuestión desde la perspectiva de la sociedad.

La legalidad y el más amplio consenso posible deben ser los pilares en los que repose una política 

penitenciaria que sea también política de convivencia. Sobre esa base, las instituciones, los partidos 

políticos, la sociedad civil organizada y la propia ciudadanía deben acompañar este proceso de 

normalización política, penal y penitenciaria y de resocialización de personas presas.

El Gobierno Vasco tiene la voluntad de promover una política penitenciaria y de reinserción que 

desarrolle los principios legales y constitucionales a los que está orientada. Es decir, hacia la función 

reeducadora y resocializadora de la pena. Su objetivo es consolidar la normalización social y política 

de la sociedad vasca, haciendo de la política penitenciaria y de reinserción una política de convivencia 

y de construcción del futuro, sobre la base del respeto a los derechos humanos, a los principios 

democráticos y al pluralismo.

6.3. La perspectiva de las víctimas, el marco de la justicia restaurativa
El tercer punto de partida tiene en la perspectiva de las víctimas su eje central. La política penitenciaria 

\�ORV�GHUHFKRV�GH�ODV�YtFWLPDV�QR�SXHGHQ�JHVWLRQDUVH�HQ�FODYH�GH�FROLVLyQ��VLQR�GH�FRQÁXHQFLD��6X�
punto de encuentro debe ser la convivencia. El límite que no puede rebasarse es la impunidad. Desde 

este punto de vista, la justicia restaurativa es inspiración de una forma innovadora de entender la 

justicia y de responder a los derechos de las víctimas

/D�MXVWLFLD�UHVWDXUDWLYD�HV�XQ�SURFHVR�TXH�SHUPLWH�LGHQWLÀFDU�DTXHOODV�SDODEUDV�R�DFFLRQHV�TXH�SXHGHQ�
ser dichas o hechas para reparar en la medida en que sea posible el daño cometido por un delito. Se 

establece para ello una relación o interacción entre aquellos que han sido dañados y aquellos que 
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KDQ�LQÁLJLGR�HO�GDxR��(Q�HVWH�FRQWH[WR��ODV�YtFWLPDV�WLHQHQ�OD�RSRUWXQLGDG�GH�SDUWLFLSDU�HQ�OD�GHFLVLyQ�
acerca de cómo el ofensor deberá reparar el mal causado.

/D�H[SHULHQFLD�GH�HVFXFKD�D�ODV�YtFWLPDV�HQ�HO�FDVR�YDVFR�QRV�SHUPLWH�LGHQWLÀFDU�XQ�SULQFLSLR�JHQHUDO�
de reparación. El principal daño (reparable) que se ejerce sobre las víctimas es otorgar a la agresión 

producida un valor mayor que el de la vida de la persona asesinada o agredida. La principal acción de 

justicia reparadora o restaurativa que una víctima puede recibir, en este sentido, es escuchar de quien 

OH�LQÁLJLy�HO�GDxR�TXH�OR�TXH�OH�KLFLHURQ�QR�WXYR�MXVWLÀFDFLyQ��QL�VHQWLGR�DOJXQR�GH�YDORU�PD\RU�TXH�OD�
vida de cada una de las víctimas. 

Esta es una forma de restaurar y reparar a las víctimas reconociendo la injusticia del daño que se les 

causó. Esta autocrítica es el principal punto de partida de un proceso de justicia restaurativa. Además, 

este distanciamiento crítico con respecto del delito cometido es el mejor indicador de un pronóstico 

favorable a la reinserción. Todo ello permite desarrollar y aplicar la justicia restaurativa o reparadora 

en el marco concreto del caso vasco. Este enfoque juega una función neurálgica en las políticas de 

convivencia del Gobierno Vasco y en su política de promoción de la reinserción.
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Segunda parte. Bases para una norma 
que regule las políticas de convivencia 
del Gobierno Vasco en materia de 
reinserción
Esta ponencia sintetiza las conclusiones del conjunto de precedentes y trabajos impulsados desde 

2014 por la Secretaría General para la Paz y la Convivencia en materia de reinserción y dentro 

del Programa Hitzeman. Su contenido, a partir de este punto, puede considerarse la base de un 

proyecto de Decreto que regule las políticas públicas de convivencia del Gobierno Vasco en materia 

de reinserción y reintegración.

1. Propuestas para la exposición    
de motivos

Durante las dos últimas décadas, en el caso de los presos y presas de ETA, la política penitenciaria ha 

sido utilizada como una herramienta más de la lucha contra el terrorismo. En base a este objetivo, se han 

MXVWLÀFDGR�PHGLGDV�FRPR�HO�DOHMDPLHQWR�\�OD�GLVSHUVLyQ��R�OD�DSUREDFLyQ�HQ������GH�YDULDV�OH\HV�RUJiQLFDV�
que han alargado las penas hasta máximos que lindan con la cadena perpetua y que condicionan, de un 

modo particular, la ejecución penitenciaria y los procesos de reinserción para personas condenadas por 

delitos de terrorismo.

'HVGH�RFWXEUH�GH�������OD�DPHQD]D�GHO�WHUURULVPR�KD�GHVDSDUHFLGR�GHÀQLWLYDPHQWH�GH�OD�SROtWLFD�YDVFD��6L�
la política penitenciaria ha sido durante años una herramienta al servicio de la lucha contra el terrorismo, 

parece lógico que ahora, cuando el terrorismo ha acabado, forme parte de una política orientada a la 

convivencia, y ello no solo porque se haya producido este cambio histórico sino porque constitucionalmente 

queda establecido que la función de la pena debe ser la reeducación y la resocialización. Es decir, proyecto 

prosocial de convivencia y de integración.

6LQ�HPEDUJR��GHVGH�HO�ÀQDO�GHO�WHUURULVPR�HQ�������QR�KD�KDELGR�SRU�SDUWH�GH�OD�$GPLQLVWUDFLyQ�GHO�(VWDGR�
replanteamiento alguno de la política penitenciaria. A pesar de los requerimientos y propuestas que el 

Gobierno Vasco ha realizado en este sentido, durante estos años, la política penitenciaria ha continuado 

desarrollándose como si ETA continuara actuando.

Desde la perspectiva de la realidad interna de la sociedad vasca, la política penitenciaria y el impulso 

de políticas de reinserción tienen una importante incidencia en el marco de convivencia. Entre otras 

razones, porque estos procesos implican abordar un ejercicio sociopolítico de revisión crítica del pasado 

que es fundamental en la construcción de la memoria y la convivencia, así como para la reparación 

moral a las víctimas.

Por estos motivos, el Gobierno Vasco y las instituciones vascas han manifestado reiteradamente su 

voluntad de promover una nueva política penitenciaria y de resocialización, basada en los principios legales 

de individuación, humanidad y reinserción. 
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El Estatuto de Gernika prevé la transferencia de la competencia de los centros penitenciarios al Gobierno 

9DVFR�HQ�FXPSOLPLHQWR�GH�OR�TXH�HVWDEOHFHQ�VXV�DUWtFXORV�������\�������&XDQGR�KDQ�SDVDGR����DxRV�GHVGH�
OD�DSUREDFLyQ�GH�HVWD�/H\�2UJiQLFD��WRGDYtD�VLJXH�VLQ�KDFHUVH�HIHFWLYR�HO�WUDVSDVR�GH�HVWD�FRPSHWHQFLD��
A pesar de ello, el Gobierno Vasco dispone en este contexto de capacidades que, aunque limitadas, le 

permiten actuar.

En concreto, y hasta que no se disponga del traspaso efectivo de esta competencia, el Gobierno Vasco 

puede promocionar, de acuerdo con la persona presa, actividades orientadas tanto a su reinserción, como 

al apoyo asistencial a su reintegración social.

Desde el punto de vista de la reinserción, esta norma explicitará, con detalle, el proceso que la persona 

presa podrá seguir con el acompañamiento del Gobierno Vasco hasta que un comité experto esté en 

condiciones de emitir un informe favorable al pronóstico de reinserción. Este informe constituirá la base de 

XQ�GLFWDPHQ�RÀFLDO�TXH�HO�*RELHUQR�9DVFR�GLULJLUi�D�OD�-XQWD�GH�7UDWDPLHQWR�GH�OD�SULVLyQ�\�DO�-X]JDGR�GH�
Vigilancia Penitenciaria. La persona presa que haya decidido participar voluntariamente en este proceso 

podrá utilizar este informe como prueba pericial que acompañe su solicitud de progresión de grado y de 

otras medidas tendentes a su reinserción.

'HVGH�HO�SXQWR�GH�YLVWD�GH�OD�UHLQWHJUDFLyQ�VRFLDO��OD�QRUPD�GHÀQLUi�ORV�UHFXUVRV�DVLVWHQFLDOHV�TXH��HQ�PDWHULD�
de vivienda, formación y capacitación laboral, orientación y acompañamiento para el empleo, sanidad y 

asistencia social, y en igualdad de oportunidades con otros colectivos en riesgo de exclusión, podrá poner a 

disposición de las personas que, al salir de prisión, se hallen en situación objetiva de necesidad.

Los objetivos de este proyecto de norma se sintetizan en cuatro conceptos: legalidad, justicia restaurati-

va, víctimas y convivencia. En primer lugar, el objetivo del Gobierno Vasco es promover una política peni-

tenciaria y de reinserción alineada con el derecho internacional de los derechos humanos que desarrolle 

los principios legales y constitucionales a los que está orientada. Es decir, hacia la función reeducadora 

y resocializadora de la pena, como parte de una política prosocial y de convivencia.

Situar la política penitenciaria y de reinserción que impulsa el Gobierno Vasco en el marco de las corrientes 

europeas de justicia restaurativa es el segundo objetivo de este proyecto de norma. La Directiva 29/2012 

de la UE por la que se establecen las normas mínimas sobre los derechos, el apoyo y la protección a las 

víctimas de los delitos, contempla expresamente, dentro del concepto de justicia restaurativa, las distintas 

posibilidades de interacción entre la víctima y el infractor en clave de reparación del daño causado. El 

Estatuto de la Víctima del Delito incorpora al derecho interno esta directiva, que es de obligado cumplimiento 

desde noviembre de 2015. En concreto, el objetivo es desarrollar lo que esta directiva europea establece, 

aplicándolo al caso de aquellas personas presas condenadas por delitos de terrorismo que, estando en 

procesos de reinserción, lo acepten libremente.

En conexión directa con el anterior, el tercer objetivo es contribuir a la reparación de las víctimas mediante 

SROtWLFDV� S~EOLFDV� GH� FRQYLYHQFLD� TXH� FHUWLÀTXHQ� OD� GHVOHJLWLPDFLyQ� GH� FXDOTXLHU� IRUPD� GH� WHUURULVPR��
violencia o vulneración de derechos humanos ocurrida en el pasado y que expliciten el reconocimiento del 

daño y la injusticia padecida por estas.

Por último, el objetivo que corona este proyecto es consolidar la normalización social y política de la 

sociedad vasca, haciendo de la política penitenciaria y de reinserción una política de convivencia y de 

construcción del futuro, sobre la base del respeto a los derechos humanos, a los principios democráticos 

y al pluralismo. 

Este eventual proyecto de norma tiene en este momento cuatro grandes apartados. En primer lugar, se 

SUHVHQWDQ�ODV�GLVSRVLFLRQHV�JHQHUDOHV�TXH�FRQÀJXUDQ�HO�REMHWR�\�HO�iPELWR�GH�DSOLFDFLyQ�GH�OD�QRUPD�

El segundo punto hace referencia a los principios que fundamentan lo previsto en esta norma y que se 

sintetizan en los principios de individuación, humanidad y reinserción.
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El tercer bloque regula el desarrollo del Proyecto de Reinserción, determinando su contenido, su 

procedimiento de incorporación, desarrollo y culminación, así como la naturaleza y funcionamiento de la 

Comisión que se encargará de su gestión.

El cuarto apartado desarrolla el Programa asistencial de reintegración post-penitenciaria. Desde este punto 

de vista, concreta el contenido y los ámbitos de prestación asistencial del mismo, así como el procedimiento 

de incorporación al programa asistencial y su desarrollo.

2. Propuestas para el articulado

2.1. Disposiciones generales
2.1.1. Objeto
El objeto de este proyecto de norma es regular las actuaciones que el Gobierno Vasco desarrollará para 

SURPRYHU�\�SUHVWDU�DSR\R�D�SURFHVRV�OHJDOHV�H�LQGLYLGXDOHV�GH�UHLQVHUFLyQ�GH�SHUVRQDV�SUHVDV��HVSHFtÀ-

camente condenadas por delitos de terrorismo, así como para favorecer asistencialmente los procesos de 

resocialización de personas presas en general.

2.1.2. Ámbito de aplicación
��&XDOTXLHU�SHUVRQD�SUHVD��H[�SUHVD��R�HQ�WUiQVLWR�GH�VDOLGD�GH�SULVLyQ��SRGUi�DFRJHUVH�D�ODV�SUHYLVLRQHV�

de esta norma, de forma voluntaria, cuando concurran los siguientes requisitos:

-A los efectos del proceso de reinserción, 

—que la persona esté condenada por un delito de terrorismo.

-A los efectos tanto del proceso de reinserción como de reintegración post-penitenciaria, 

—que la persona presa haga frente o haya hecho frente a una condena superior a cinco años.

—que la persona presa haya nacido en Euskadi o, antes de su ingreso en prisión, haya sido 

residente en esta Comunidad Autónoma, durante al menos 2 años.

��/DV�SUHVWDFLRQHV�DVLVWHQFLDOHV�UHFRQRFLGDV�HQ�HVWD�QRUPD�VHUiQ�GH�DSOLFDFLyQ�SDUD�DTXHOODV�SHUVRQDV�
SUHVDV�TXH��DO�VDOLU�GH�SULVLyQ��DFUHGLWHQ�QR�FRQWDU�FRQ�UHFXUVRV�VXÀFLHQWHV�SDUD�UHKDFHU�VX�YLGD�HQ�OLEHUWDG�

��&XDOTXLHU�SUHVWDFLyQ�SUHYLVWD�HQ�HVWD�QRUPD�VHUi�GHQHJDGD�R�DQXODGD�HQ�HO�FDVR�GH�TXH�OD�SHUVRQD�
que sale de prisión participe en actividades delictivas.

2.2. Principios de actuación
��/D�HMHFXFLyQ�GH�OD�SHQD�SULYDWLYD�GH�OLEHUWDG�WLHQH�FRPR�REMHWLYR�SULQFLSDO�OD�UHHGXFDFLyQ�\�OD�UHVRFLDOL]DFLyQ��
en los términos que recoge el art. 25.2 de la Constitución. Tres principios sirven al desarrollo de este objetivo: 

individuación, humanidad y reinserción. Estos tres principios fundamentan también este proyecto de norma.

��/DV�SROtWLFDV�S~EOLFDV�GH�FRQYLYHQFLD�GHO�*RELHUQR�9DVFR�HQ�PDWHULD�SHQLWHQFLDULD�TXH�VH�UHJXODQ�HQ�
esta norma se basarán en el principio de individuación. El desarrollo de este principio se basa en la 

FODVLÀFDFLyQ�SHQLWHQFLDULD�HQ�FXDWUR�JUDGRV�GH�WUDWDPLHQWR� (O�SULQFLSLR�GH�´LQGLYLGXDOL]DFLyQ�FLHQWtÀFDµ�
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implica que el tratamiento penitenciario debe personalizarse. La valoración del pronóstico favorable a 

la progresión de grados y a la reinserción se basará en el análisis personalizado del recorrido que cada 

persona presa realice.

��/DV�SROtWLFDV�S~EOLFDV�GH�FRQYLYHQFLD�GHO�*RELHUQR�9DVFR�HQ�PDWHULD�SHQLWHQFLDULD�TXH�VH�UHJXODQ�HQ�
esta norma se basarán en el principio de humanidad. El fundamento que inspira el cumplimiento de 

las penas y medidas de seguridad privativas de libertad es “la consideración de que la persona presa 

es sujeto de derecho y no se halla excluida de la sociedad, sino que continúa formando parte de la 

misma. En consecuencia, la vida en prisión debe tomar como referencia la vida en libertad, reduciendo 

al máximo los efectos nocivos del internamiento, favoreciendo los vínculos sociales, la colaboración y 

participación de las entidades públicas y privadas y el acceso a las prestaciones públicas”. (Art. 3.4. 

Reglamento Penitenciario)

��/DV�SROtWLFDV�S~EOLFDV�GH�FRQYLYHQFLD�GHO�*RELHUQR�9DVFR�HQ�PDWHULD�SHQLWHQFLDULD�TXH�VH� UHJXODQ�
en esta norma se basarán en el principio de reinserción y en la ética de la segunda oportunidad. La 

reinserción es un principio constitucional que ofrece una nueva oportunidad de reintegración social a 

quien ha cometido delitos. La ética de la segunda oportunidad tiene sentido porque es posible que, en 

circunstancias diferentes, una persona no esté condenada a repetir las mismas conductas. Su objetivo 

es lograr que la persona interna tenga la intención y capacidad de vivir respetando la ley penal.

2.3. Proyecto de apoyo a los procesos de reinserción
��(O�*RELHUQR�9DVFR�GHVDUUROODUi�XQ�Proyecto de promoción, asesoramiento, apoyo y acompañamiento a 
SURFHVRV�GH�UHLQVHUFLyQ�GH�SHUVRQDV�SUHVDV��HVSHFtÀFDPHQWH�FRQGHQDGDV�SRU�GHOLWRV�GH� WHUURULVPR (en 

adelante el Proyecto), conforme a lo que estipula esta norma.

2.3.1. Contenido del Proyecto
��(VWH�3UR\HFWR�VLWXDUi�VX�iPELWR�GH�DFWXDFLyQ�HQ�HO�PDUFR�GH�OD�FODVLÀFDFLyQ�HQ�JUDGRV�GHO�WUDWDPLHQWR�
penitenciario y de las posibilidades que este establece para su progresión, desde el primer grado hasta la 

libertad condicional. Progresión a la que, según el ordenamiento jurídico, está vinculado el proceso legal 

de reinserción.

��(O�REMHWLYR�GH�HVWH�3UR\HFWR�GH�SURPRFLyQ�GH�OD�UHLQVHUFLyQ�HV�SUHVWDU�DVHVRUDPLHQWR��DSR\R�\�DFRPSD-

ñamiento a las personas presas que, estando condenadas por delitos de terrorismo, deseen realizar un 

itinerario que les permita acreditar su intención y su capacidad de vivir respetando la ley penal.

��(VWD�DFUHGLWDFLyQ�GHEHUi�SODVPDUVH�DO� ÀQDO� GH�HVH� LWLQHUDULR� HQ�XQ� WULSOH� FRPSURPLVR� FRQ� OD� SD]� \� OD�
convivencia en relación con el pasado, con el presente y con el futuro, que cada persona presa podrá 

expresar con sus propias palabras y capacidades, y siempre de forma libre y voluntaria:

��FRQ�UHVSHFWR�DO�IXWXUR��XQ�FRPSURPLVR�GH�UHQXQFLD�D�OD�YLROHQFLD�\�GH�YLQFXODFLyQ�D�ODV�YtDV�SDFtÀFDV�
y democráticas;

- en relación con el presente, un compromiso de convivencia en una sociedad plural, junto a una voluntad 

de reparación a las víctimas, si su delito produjo daños a personas.

- y con respecto al pasado, la expresión de un distanciamiento crítico o autocrítico en relación con el 

delito cometido, especialmente si supuso vulneración de derechos humanos.

��(O�SURFHVR�GH�DSR\R�\�DFRPSDxDPLHQWR�D�ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�TXH�GHVHHQ�IRUPDU�SDUWH�GH�HVWH�3UR\HFWR�
se realizará mediante la actividad dinamizadora de una Comisión Asesora para los procesos de reinserción 

�HQ�DGHODQWH��OD�&RPLVLyQ��FX\D�FRPSRVLFLyQ�HV�HVSHFLÀFD�HQ�HO�SXQWR��������
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2.3.2. Procedimiento de incorporación al Proyecto
��8QD�YH]�HVWD�QRUPD�KD\D�VLGR�DSUREDGD��HO�*RELHUQR�9DVFR�GHEHUi�LQIRUPDU�GH�VX�HQWUDGD�HQ�YLJRU�D�WR-

das las personas presas condenadas por delito de terrorismo a las que pueda afectar su contenido. Esa in-

formación deberá incluir dos modelos de escrito: uno de ellos de solicitud de información sobre el Proyecto 

y el otro de solicitud de incorporación al mismo. 

��&XDOTXLHU�SHUVRQD�SUHVD�FRQGHQDGD�SRU�GHOLWR�GH�WHUURULVPR�D�OD�TXH�SXHGD�DIHFWDU�HVWD�QRUPD��SXHGH�GLUL-
girse a la Comisión o a la Secretaría General o Viceconsejería competente para solicitar información sobre su 

contenido. La Comisión o el Gobierno Vasco deberán satisfacer esta solicitud mediante el envío de información.

��/D�LQFRUSRUDFLyQ�GH�ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�LQWHUHVDGDV�HQ�SDUWLFLSDU�HQ�HVWH�3UR\HFWR��VH�PDWHULDOL]DUi�PH-

diante un escrito de solicitud de participación en el Proyecto dirigido a la Comisión. Esta solicitud ha de ser 

voluntaria, expresada personalmente y con conocimiento de los contenidos e implicaciones del Proyecto. 

��(O�HVFULWR�GH�VROLFLWXG�GH�LQFRUSRUDFLyQ�DO�3UR\HFWR�LQFOXLUi�XQD�H[SUHVLyQ�GH�OD�YROXQWDG�GH�FRQWULEXFLyQ�
a la convivencia en la sociedad vasca, así como información básica sobre la situación penitenciaria de la 

persona presa solicitante y su motivación para la incorporación al Proyecto. 

��/D�DFHSWDFLyQ�GH�HVWH�HVFULWR�GH�VROLFLWXG�SRU�SDUWH�GH� OD�&RPLVLyQ�FRQOOHYD� OD� LQFRUSRUDFLyQ�RÀFLDO�DO�
Proyecto y su puesta en marcha de modo personalizado para cada solicitante.

2.3.3. Desarrollo del Proyecto
��8QD�YH]�HO�3UR\HFWR�VH�KD�SXHVWR�HQ�PDUFKD�� OD�&RPLVLyQ�HVWDEOHFHUi�FRQWDFWR�FRQ�OD�SHUVRQD�SUHVD��
bien por escrito, o bien gestionando una entrevista en la prisión, cuantas veces lo considere necesario. La 

Comisión designará de, entre sus integrantes, una persona responsable de cada caso.

�� (O� REMHWLYR� GH� ORV� FRQWDFWRV� LQLFLDOHV� HV� DFRUGDU� FRQ� OD� SHUVRQD� SUHVD� XQ� LWLQHUDULR� SHUVRQDO� GH�
contribución a la paz y la convivencia cuya asunción satisfactoria por parte de personas presas con-

denadas por delitos de terrorismo facilite o, en su caso, agilice el informe favorable a los procesos 

de resocialización.

��/D�&RPLVLyQ�\�OD�SHUVRQD�SUHVD�SDUWLFLSDQWH�HQ�HO�3UR\HFWR�SRGUiQ�DFRUGDU�XQ�LWLQHUDULR�GH�FRQWULEXFLyQ�
a la paz y la convivencia personalizado. Ese itinerario podrá diseñarse con recursos propios o mediante 

fórmulas de cooperación con entidades colaboradoras que podrán ser de distinto tipo:

��8Q�UHFRUULGR�GH�FRPSURPLVR�DFDGpPLFR��HQ�FRODERUDFLyQ�FRQ�8QLYHUVLGDGHV�\�RWUDV� LQVWLWXFLRQHV�
formativas y académicas.

��8Q�UHFRUULGR�GH�FRPSURPLVR�DVRFLDWLYR��HQ�FRODERUDFLyQ�FRQ�RUJDQL]DFLRQHV�GH�OD�VRFLHGDG�FLYLO�

��8Q� UHFRUULGR� GH� FRPSURPLVR� LQVWLWXFLRQDO�� HQ� FRODERUDFLyQ� FRQ�$\XQWDPLHQWRV� \� RWUDV� LQVWDQFLDV�
públicas o educativas.

��8Q�UHFRUULGR�GH�FRPSURPLVR�VROLGDULR��HQ�FRODERUDFLyQ�FRQ�SUR\HFWRV�FRQFUHWRV�GH�VROLGDULGDG�

��2WURV�UHFRUULGRV�GH�FRPSURPLVR�VLQJXODU��DGDSWDGRV�D�OD�HVSHFLÀFLGDG�GH�OD�SHUVRQD�SUHVD�HQ�FDGD�FDVR�

��(O�GLVHxR�GHO�FRQWHQLGR�GH�OD�FRQWULEXFLyQ�GH�OD�SHUVRQD�SUHVD�HQ�FDGD�XQR�GH�HVWRV�LWLQHUDULRV�GHEHUi�
adaptarse a las limitaciones que impone la vida en prisión y a la situación penitenciaria en cada caso. En 

las circunstancias más restrictivas, estos itinerarios deberán hacerse mediante una relación epistolar y de 

visitas entre la persona presa, la entidad colaboradora y la Comisión.

��/RV�LWLQHUDULRV�VHUiQ�FRPSDWLEOHV�FRQ�DFFLRQHV�DGLFLRQDOHV�\�FRPSOHPHQWDULDV�GH�SDUWLFLSDFLyQ�YROXQWDULD�
en otras actividades como seminarios, talleres, encuentros restaurativos con víctimas, formaciones especí-

ÀFDV�R�SDUWLFLSDFLyQ�HQ�UHÁH[LRQHV�FROHFWLYDV�
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��$O�ÀQDO�GHO�LWLQHUDULR�UHDOL]DGR��OD�SHUVRQD�SUHVD�GHEHUi�SUHVHQWDU�VXV�FRQFOXVLRQHV��VHJ~Q�VXV�SURSLDV�
capacidades, bien por escrito o bien de forma oral en entrevista con su persona de contacto en la Comisión. 

(VWDV� FRQFOXVLRQHV� WHQGUiQ� FDUiFWHU� GH� SUR\HFWR� ÀQDO� \� GHEHUiQ� FRQVWLWXLU� XQD� DSRUWDFLyQ� R� UHÁH[LyQ�
constructiva para la sociedad.

�� (O� GHVDUUROOR� GH� HVWRV� LWLQHUDULRV� VH� YHUi� IDFLOLWDGR� \� SRWHQFLDGR� VL� ODV� LQVWDQFLDV� SHQLWHQFLDULDV�
competentes colaboran y cooperan en el desarrollo de este Proyecto. Por este motivo, el Gobierno Vasco 

podrá proponer fórmulas de colaboración para el desarrollo de los mencionados itinerarios de reinserción 

tanto con las instituciones penitenciarias, como con las entidades colaboradoras en su desarrollo.

��(O�*RELHUQR�9DVFR�HVWDEOHFHUi��DVt�PLVPR��FDXFHV�GH�FRPXQLFDFLyQ�SDUD�LQIRUPDU�D�-X]JDGRV�\�7ULEXQDOHV�
del despliegue de estos recursos orientados a la reinserción para facilitar, en su caso, los procesos de re-

socialización en las condiciones legalmente previstas.

2.3.4. La culminación del Proyecto
��$O�WHUPLQDU�HO�LWLQHUDULR�HVWDEOHFLGR��OD�&RPLVLyQ�GHEHUi�HPLWLU�XQ�GLFWDPHQ�ÀQDO�GH�YDORUDFLyQ�TXH�SXHGH�
ser favorable o desfavorable al proceso de reintegración social de la persona presa. Ese dictamen debe 

analizar el recorrido desarrollado, las actividades adicionales realizadas y sus conclusiones.

��(O�GLFWDPHQ�GH�SURQyVWLFR� IDYRUDEOH�D� OD�UHLQVHUFLyQ�GHEH�FHUWLÀFDU�EiVLFDPHQWH�TXH� OD�SHUVRQD�SUHVD�
TXH�KD�VHJXLGR�HO�LWLQHUDULR�SUHGHÀQLGR�WLHQH�LQWHQFLyQ�\�FDSDFLGDG�GH�YLYLU�UHVSHWDQGR�OD�OH\�SHQDO��SRUTXH�
su compromiso con la paz y la convivencia conlleva un razonamiento opuesto a cualquier vulneración de 

derechos humanos en el pasado, en el presente o en el futuro, y porque expresa un reconocimiento crítico 

del daño causado a las víctimas.

��(Q� OD�HODERUDFLyQ�GH�HVWH�GLFWDPHQ�� OD�&RPLVLyQ� WHQGUi�HQ�FXHQWD�FRPR�YDORUHV� IDYRUDEOHV�D�XQ�
pronóstico positivo, cualquiera de las siguientes actividades adicionales que la persona presa haya 

podido desarrollar:

��/D�SDUWLFLSDFLyQ�HQ�VHPLQDULRV�� WDOOHUHV�R� IRUPDFLRQHV�HVSHFtÀFDV� UHODFLRQDGRV�FRQ� ORV�GHUHFKRV�
humanos, la convivencia, las víctimas o la memoria deberá interpretarse como una expresión de la 

intención de aportación constructiva a la sociedad.

��/D�SDUWLFLSDFLyQ�HQ�HQFXHQWURV�UHVWDXUDWLYRV�FRQ�YtFWLPDV��HQ�HO�PDUFR�GH�OR�GLVSXHVWR�SRU�OD�'LUHFWLYD�
29/2012 de la UE y en el Estatuto de la Víctima del Delito, deberá interpretarse como una expresión 

del compromiso de reparación a las víctimas.

��(O�DSR\R�SHUVRQDO�D� ORV�SURFHVRV�GH�GHVDUPH�GLVROXFLyQ�GHVDSDULFLyQ�GH� ODV�RUJDQL]DFLRQHV�TXH�
ejercieron la violencia deberá interpretarse como una expresión del compromiso de colaboración con 

las autoridades para impedir la producción de otros delitos por parte de la banda armada, organización 

o grupo terrorista.

��/D�DSRUWDFLyQ�GH�WHVWLPRQLRV�GH�FDUiFWHU�SHUVRQDO�R�OD�SDUWLFLSDFLyQ�HQ�HVFULWRV�GH�UHÁH[LyQ�FROHFWLYD�
VREUH�ORV�YDORUHV�GH�OD�SD]�\�OD�FRQYLYHQFLD�\�GH�UHÁH[LyQ�FUtWLFD�R�DXWRFUtWLFD�VREUH�ODV�YXOQHUDFLRQHV�
de derechos humanos y sus consecuencias deberá interpretarse como una expresión de repudio de 

las actividades delictivas y de abandono de la violencia.

��/D�GLVSRVLFLyQ��HQ�OD�PHGLGD�GH�ODV�SRVLELOLGDGHV�GH�FDGD�SHUVRQD�SUHVD��GH�VDWLVIDFHU�OD�UHVSRQVDELOLGDG�
civil ante las víctimas, así como cualquier otra actuación reparadora deberá ser interpretada como una 

expresión de la voluntad expresa de reconocimiento del daño causado a las víctimas.

��8QD�YH]�HPLWLGR�HO�GLFWDPHQ�ÀQDO�\�FDVR�GH�TXH�HVWH�VHD�IDYRUDEOH��HO�*RELHUQR�9DVFR�FRQYDOLGDUi�HVWD�
FHUWLÀFDFLyQ� \� GDUi� WUDVODGR� GH� OD�PLVPD� DQWH� ODV� LQVWDQFLDV� FRPSHWHQWHV� HQ�PDWHULD� SHQLWHQFLDULD�� /D�
persona presa podrá presentar este informe como prueba pericial que acompaña su solicitud de progresión 

de grado o cualquier otra medida tendente a su reinserción.



Reinserción y justicia restaurativa en las políticas de convivencia del Gobierno Vasco

��

2.3.5. La Comisión Asesora para los Procesos de Reinserción
��6H�FUHDUi�XQD�&RPLVLyQ�$VHVRUD�SDUD�ORV�3URFHVRV�GH�5HLQVHUFLyQ�TXH�VH�HQFDUJDUi�GH�GLVHxDU�\�DFRUGDU�
con las personas presas los itinerarios de reinserción, así como de dinamizar, acompañar y valorar perso-

nalizadamente, al amparo de esta norma, el proceso desarrollado en cada caso mediante la elaboración de 

XQ�GLFWDPHQ�ÀQDO�IDYRUDEOH�R�GHVIDYRUDEOH�DO�SURFHVR�GH�UHLQVHUFLyQ�

��/D�6HFUHWDUtD�*HQHUDO�R�9LFHFRQVHMHUtD�FRPSHWHQWH�HQ�PDWHULD�GH�GHUHFKRV�KXPDQRV�GHEHUi�IDFLOLWDU�ORV�
medios económicos, materiales y humanos necesarios para el desarrollo de sus tareas.

��6XV�PLHPEURV�DFWXDUiQ�EDMR�ORV�SULQFLSLRV�GH�OHJDOLGDG��LQGHSHQGHQFLD��FRQÀGHQFLDOLGDG��FRODERUDFLyQ�
\�HÀFDFLD�

��(VWD�&RPLVLyQ�HVWDUi�FRPSXHVWD�SRU�XQ�JUXSR�GH�SHUVRQDOLGDGHV�GH�WUD\HFWRULD�SOXUDO��PXOWLGLVFLSOLQDU�\�
reconocida. Su composición será la siguiente:

a) Tres personas expertas en la materia objeto de regulación de esta norma, designadas por la Secretaría 

General o Viceconsejería competente en materia de derechos humanos. Una de las tres será, además, 

designada presidente/a de la Comisión.

b) Tres personas expertas en la materia objeto de regulación de esta norma, designadas por la Comisión 

de Derechos Humanos y Solicitudes Ciudadanas del Parlamento Vasco.

c) Tres personas expertas en la materia objeto de regulación de esta norma, designadas por el Consejo 

Vasco de la Abogacía.

d)� 2VWHQWDUi� OD� 6HFUHWDUtD� 7pFQLFD� GH� OD� &RPLVLyQ�� FRQ� YR]� \� VLQ� YRWR�� XQD� SHUVRQD� DO� VHUYLFLR�
de la Administración de la Comunidad Autónoma del País Vasco de nivel técnico licenciada 

en derecho, designada por la Secretaría General o Viceconsejería competente en materia de 

derechos humanos.

2.4. Programa de apoyo asistencial a los procesos de reintegración 
post-penitenciaria

��(O�*RELHUQR�9DVFR�GHVDUUROODUi�XQ�Programa de apoyo asistencial a los procesos de reintegración post-

penitenciaria, (en adelante el Programa), conforme a lo que estipula esta norma.

2.4.1. Contenido del Programa
��(VWH�3URJUDPD� VLWXDUi� VX� iPELWR� GH� DFWXDFLyQ� HQ� HO�PDUFR� GH� OD� DVLVWHQFLD� VRFLDO� SRVW�SHQLWHQFLDULD��
orientándolo a favorecer las condiciones materiales necesarias que permitan la reintegración social de las 

personas presas que salen de prisión.

��/D�JHVWLyQ�GH�HVWH�SURJUDPD�VH�UHDOL]DUi�PHGLDQWH�OD�DFWLYLGDG�GH�XQ�VHUYLFLR�LQWHUGHSDUWDPHQWDO�SDUD�OD�
asistencia a procesos de reintegración (en adelante, el SAP (Servicio Asistencial Post-penitenciario)) que 

tendrá presencia de representantes de los distintos Departamentos del Gobierno Vasco, con competencia 

en el ámbito de regulación de esta norma.

��3RU�VX�HVSHFtÀFD�YXOQHUDELOLGDG�HQ�FXDQWR�D�ORV�UHFXUVRV�PDWHULDOHV�QHFHVDULRV�SDUD�OD�UHLQWHJUDFLyQ�HQ�
sociedad, este Programa ofrecerá a las personas que han salido de prisión un tratamiento en igualdad de 

oportunidades que el que se ofrece a otras personas pertenecientes a colectivos considerados vulnerables 

o en riesgo de exclusión que son merecedoras de especial atención en las acciones de fomento y de 

asistencia social acometidas por las Administraciones Públicas vascas.
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2.4.2. Ámbitos de prestación asistencial
��/RV�iPELWRV�GH�DVLVWHQFLD�VRFLDO�SRVW�SHQLWHQFLDULD�GH�FDUiFWHU�SUHIHUHQWH�TXH�LQWHJUHQ�HO�3URJUDPD�VHUiQ�
los siguientes:

�9HQWDQLOOD�~QLFD�GH�LQIRUPDFLyQ�\�DVHVRUDPLHQWR�VREUH�UHFXUVRV�GLVSRQLEOHV

—El Servicio Vasco de Gestión de Penas (Departamento de Administración Pública y Justicia) creará 

una ventanilla única de recepción de solicitudes de información o asesoramiento de las personas 

presas que han salido o van a salir de prisión, que estará atendida por personal del Departamento 

que haya recibido formación sobre este Programa.

—Esta ventanilla deberá contar con un número de teléfono, una dirección electrónica y una dirección 

SRVWDO��$Vt�PLVPR�� HVWD� RÀFLQD� GLVSRQGUi� GH� XQ� HVSDFLR� ZHE� \� XQ� IROOHWR� TXH� LQWHJUH� WRGD� OD�
información sobre prestaciones asistenciales disponibles para una persona presa en el momento 

en que el que deja la prisión.

�5HQWD�GH�*DUDQWtD�GH�,QJUHVR

—Lanbide aportará al folleto información sobre prestaciones asistenciales disponibles que se enviará 

a las personas presas, con información sobre los requisitos que son necesarios para acceder a 

la Renta de Garantía de Ingreso o a otras posibles que pudieran ser competencia del Servicio 

Vasco de Empleo, con advertencia expresa sobre la importancia de un correcto empadronamiento 

y sobre la posibilidad de solicitar la Renta de Garantía de Ingresos, una vez la persona presa ha 

VLGR�FODVLÀFDGD�HQ�WHUFHU�JUDGR�

�5HFXUVRV�UHVLGHQFLDOHV�\�GH�DORMDPLHQWR

—La Viceconsejería de Vivienda aportará al folleto la información sobre los requisitos que son 

necesarios para acceder a las posibilidades que ofrecen los servicios de vivienda del Gobierno 

Vasco, con advertencia especial sobre la importancia de un correcto empadronamiento.

—En los casos de personas presas que cumplen la condena en cárceles fuera de Euskadi, pero 

en los que se pueda acreditar que el domicilio familiar se encuentra en la Comunidad Autónoma 

9DVFD��OD�9LFHFRQVHMHUtD�GH�9LYLHQGD�UHJXODUi�XQ�PHFDQLVPR�HVSHFtÀFR�GH�LQVFULSFLyQ�HQ�(W[HELGH�
para el acceso ordinario a las viviendas de alquiler. 

—En casos de personas presas que al salir de prisión se encuentren en situación de alta vulne-

rabilidad o en riesgo de exclusión, la Viceconsejería de Vivienda del Gobierno Vasco informará 

VREUH� ORV�SURFHGLPLHQWRV�HVSHFtÀFRV�D�VHJXLU�HQ� ODV�PLVPDV�FRQGLFLRQHV�TXH�HQ�HO� FDVR�GH�
personas de otros colectivos en equivalente situación.

�5HFXUVRV�GH�IRUPDFLyQ�\�RULHQWDFLyQ�ODERUDO��HVWXGLRV�XQLYHUVLWDULRV�\�IRPHQWR�GHO�HPSOHR

—Lanbide aportará al folleto información sobre recursos existentes en materia de formación y capa-

citación laboral que ofrece el Servicio Vasco de Empleo. Esta información deberá subrayar que, 

SDUD� ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�FODVLÀFDGDV�HQ� WHUFHU�JUDGR��HVWH�VHUYLFLR� LQFOX\H��DOWD�HQ�GHPDQGD��
orientación laboral general y especializada, intermediación general y especializada, y posibilidad 

de acceso a la Renta de Garantía de Ingresos. 

—A los efectos de los planes de fomento de la contratación, las personas inmersas en procesos de 

reintegración post-penitenciaria se considerarán colectivos en especiales circunstancias de riesgo 

de exclusión.

—La Viceconsejería de Universidades e Investigación fomentará entre las personas que se hallen en 

prisión la realización de estudios universitarios en tanto que estos constituyen un factor prosocial 

objetivo de reinserción y un medio para preparar condiciones adecuadas a la reintegración social. 

En consecuencia, aportará al Folleto información sobre las posibilidades de las que disponen para 
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UHDOL]DU�HVWXGLRV�XQLYHUVLWDULRV�\�UHJXODUi�XQ�PHFDQLVPR�HVSHFtÀFR�GH�D\XGDV�SDUD�OD�UHDOL]DFLyQ�
de estudios.

—La Viceconsejería de Justicia, la Viceconsejería de Políticas Sociales y Lanbide establecerán 

acuerdos de colaboración con entidades del tercer sector que desarrollen, en cada Territorio 

Histórico, tareas que favorezcan la incorporación en la comunidad de los presos o presas 

FODVLÀFDGRV�HQ�VHJXQGR�\�WHUFHU�JUDGR��WDUHDV�GH�DFRPSDxDPLHQWR�SHUVRQDOL]DGR�HQ�OD�E~VTXHGD�
de empleo para quienes salen de prisión, así como de intermediación con las empresas.

�5HFXUVRV�VDQLWDULRV�\�VRFLRVDQLWDULRV

—La Viceconsejería de Salud aportará al Folleto información sobre las prestaciones que el 

6LVWHPD�GH�6DOXG�GH�(XVNDGL�RIUHFH�HQ�HO�iPELWR�SHQLWHQFLDULR��SUHVWDGDV�SRU�2VDNLGHW]D��\�TXH�
se concretan en la atención primaria en los Centros Penitenciarios de la CAPV; en la atención 

HVSHFLDOL]DGD�FRQ�SURJUDPDV�HVSHFtÀFRV�GHVDUUROODGRV�GHQWUR�GH�ORV�&HQWURV�3HQLWHQFLDULRV�GH�
la CAV, presencialmente o a través de tele-consulta; en la atención hospitalaria en centros de 

2VDNLGHW]D�SDUD�DTXHOORV�FDVRV�TXH�UHTXLHUDQ�KRVSLWDOL]DFLyQ�SRU�VX�JUDYHGDG�R�SURQyVWLFR�GH�
terminalidad; y también, para la hospitalización psiquiátrica en centros públicos y concertados 

cuando esta sea requerida.

—La Viceconsejería de Salud, en relación con la Viceconsejería de Políticas Sociales y los 

Departamentos de Acción Social de las Diputaciones Forales y Ayuntamientos articularán, en cada 

caso y de forma individualizada dentro de la estructura de gestión de caso por equipos de atención 

socio-sanitaria, los itinerarios socio-sanitarios, sobre todo en aquellos casos que concurran 

SHUÀOHV�GH�FURQLFLGDG�FRQ�FRPSOHMLGDG�DVRFLDGD�D�ORV�WUDVWRUQRV�SVLTXLiWULFRV��\�R�DGLFFLRQHV��\�R�
dependencia, y/o discapacidad y/o exclusión. 

�5HFXUVRV�VRFLDOHV

—La Viceconsejería de Políticas Sociales aportará al Folleto información sobre recursos disponibles 

para colectivos en especiales circunstancias de riesgo entre los que se considerarán las personas 

inmersas en procesos de resocialización penitenciaria. Estos recursos son los siguientes: atención 

primaria, en servicio de información, valoración, diagnóstico y orientación; servicio de intervención 

socioeducativa y psicosocial, servicio de atención diurna para personas en situación de exclusión; 

servicio de acogida nocturna; vivienda tutelada para personas en riesgo de exclusión y en atención 

secundaria, servicio de valoración y diagnóstico de la dependencia, la discapacidad, la exclusión 

y la desprotección; servicio o centro de día para atender necesidades de inclusión social; centro 

de acogida nocturna para atender necesidades de inclusión social; centros residenciales para 

personas en situación de exclusión y marginación.

�2WURV�UHFXUVRV

—La Viceconsejería de Justicia ofrecerá, durante un período a determinar, la continuidad, fuera de 

SULVLyQ��GH�XQD�DVLVWHQFLD�MXUtGLFD�HVSHFtÀFD�GHO�WLSR�GH�OD�TXH�VH�SUHVWD�HQ�HO�WXUQR�GH�DVLVWHQFLD�
legal penitenciaria.

—Cada Viceconsejería o Secretaría General competente en el desarrollo de las actuaciones previstas 

dentro del Programa podrá articular acuerdos con las entidades del Tercer Sector que trabajan con 

personas presas para reforzar y complementar sus procesos de reinserción y reintegración.

2.4.3. Procedimiento de incorporación y desarrollo del Programa
��8QD�YH]�HVWD�QRUPD�KD\D�VLGR�DSUREDGD��HO�6$3��6HUYLFLR�$VLVWHQFLDO�3RVW�SHQLWHQFLDULR��GHEHUi�LQIRUPDU�
de su entrada en vigor a todas las personas presas a las que pueda afectar su contenido. Esa información 

deberá incluir dos modelos de escrito: uno de ellos de solicitud de información sobre el Programa, y el otro 

de solicitud de incorporación al mismo.
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��&XDOTXLHU�SHUVRQD�SUHVD��H[�SUHVD��HQ�WUiQVLWR�GH�VDOLGD�GH�SULVLyQ�D�OD�TXH�SXHGD�DIHFWDU�HVWD�QRUPD��
puede dirigirse al SAP, a través de la ventanilla única del Servicio Vasco de Gestión de Penas, para solicitar 

información sobre su contenido. El SAP deberá satisfacer esta solicitud mediante el envío del Folleto general 

que integre toda la información sobre prestaciones asistenciales para una persona presa en el momento en 

que el que deja la prisión.

�� /D� LQFRUSRUDFLyQ�GH� ODV�SHUVRQDV�SUHVDV�� H[�SUHVDV�R�HQ� WUiQVLWR�GH� VDOLGD�GH�SULVLyQ� LQWHUHVDGDV�HQ�
participar en este Programa se materializará mediante un escrito de solicitud de participación en el mismo 

dirigido al SAP. El escrito de solicitud incluirá información básica sobre la situación penitenciaria de la 

SHUVRQD�VROLFLWDQWH�\�GHÀQLFLyQ�GH�ODV�SUHVWDFLRQHV�D�ODV�TXH�QHFHVLWD�DFRJHUVH�

��(Q�ORV�FDVRV�HQ�TXH�OD�SHUVRQD�GHVHD�DFFHGHU�D�HVWH�SURJUDPD�XQD�YH]�KD�VDOLGR�GH�SULVLyQ��HO�SOD]R�SDUD�
la solicitud de acceso a sus prestaciones estará abierto durante 24 meses desde el día en que accede a la 

libertad condicional.

��8QD�YH]�KD�VLGR�SUHVHQWDGD�OD�VROLFLWXG�GH�SUHVWDFLRQHV�DVLVWHQFLDOHV��HO�6$3�UHDOL]DUi�XQ�HVWXGLR�GH�FDVR�
para valorar su viabilidad y para dar respuesta y orientación a la persona solicitante.

��(O�6$3�GHEHUi�FRPXQLFDU�GH� IRUPD�FODUD�D� OD�SHUVRQD�VROLFLWDQWH�GH� ODV�SUHVWDFLRQHV�D� ODV�TXH� WLHQH�
derecho, según lo establecido en esta norma y de los requisitos a cumplir y trámites que debe realizar que 

VH�HVSHFLÀFDUiQ�HQ�XQ�DFXHUGR�FRQ�HO�VROLFLWDQWH��

��/D�SHUVRQD�VROLFLWDQWH�SRGUi�UHTXHULU�DO�6$3�DPSOLDFLyQ�GH�LQIRUPDFLyQ�R�DFODUDFLRQHV�FXDQGR�OR�FRQ-

sidere necesario. 

��(O�6$3�SRGUi�RIUHFHU�XQD�SRVLELOLGDG�GH�DFRPSDxDPLHQWR�R�DVHVRUDPLHQWR�D�ODV�SHUVRQDV�VROLFLWDQWHV��
mediante la intermediación de entidades del tercer sector que actúan en el ámbito penitenciario y con las 

TXH�HO�*RELHUQR�9DVFR�WHQJD�HVWDEOHFLGRV�DFXHUGRV�GH�FRODERUDFLyQ�D�HVWRV�ÀQHV�

2.4.4. El servicio interdepartamental de asistencia a procesos de reintegración
�� 6H� FUHDUi� XQ� VHUYLFLR� LQWHUGHSDUWDPHQWDO� SDUD� OD� DVLVWHQFLD� D� SURFHVRV� GH� UHLQWHJUDFLyQ�� R� 6HUYLFLR�
Asistencial Post-penitenciario (SAP) cuya misión consistirá en gestionar el Programa de apoyo asistencial 
a los procesos de reintegración.

��/RV�DV�PLHPEURV�GH�OD�PHVD�GHO�6$3�DFWXDUiQ�EDMR�ORV�SULQFLSLRV�GH�OHJDOLGDG��LQGHSHQGHQFLD��FRQÀGHQ-

FLDOLGDG��FRODERUDFLyQ�\�HÀFDFLD�

��6HUiQ�PLHPEURV�GH�HVWH�VHUYLFLR�LQWHUGHSDUWDPHQWDO�SDUD�OD�DVLVWHQFLD�D�SURFHVRV�GH�UHLQWHJUDFLyQ�

-Un Director o Directora del Departamento del Gobierno Vasco   

competente en materia de 'HUHFKRV�+XPDQRV.

-Un Director o Directora del Departamento del Gobierno Vasco   

competente en materia de -XVWLFLD.

-Un Director o Directora del Departamento del Gobierno Vasco   

competente en materia de $VXQWRV�6RFLDOHV.

-Un Director o Directora del Departamento del Gobierno Vasco   

competente en materia de Vivienda.

-Un Director o Directora de Lanbide.

-Un Director o Directora del Departamento del Gobierno Vasco   

competente en materia de Salud.

-Un Director o Directora del Departamento del Gobierno Vasco   

competente en materia de 8QLYHUVLGDGHV.

-Un/a representante de Eudel.
-Un/a representante de cada�'LSXWDFLyQ�)RUDl.
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3FnFYJØO�mOBM

La justicia restaurativa considera que la mera imposición de un castigo, como única respuesta ante el 

GHOLWR��QR�HV�QHFHVDULDPHQWH�OD�PHMRU�UHVSXHVWD�SDUD�ODV�QHFHVLGDGHV�GH�OD�YtFWLPD��2IUHFH�XQ�SDUDGLJPD�
más amplio porque introduce el proceso de respuesta a las necesidades de las víctimas en un cauce de 

interacción entre la víctima, el victimario y la comunidad.

En el caso vasco, la posibilidad de un proceso de justicia restaurativa se abre con la aplicación de lo que al inicio 

se ha denominado como el principio general de reparación: el reconocimiento de que la violación de derechos 

KXPDQRV�QR�WXYR�MXVWLÀFDFLyQ��QL�VHQWLGR�DOJXQR�GH�YDORU�PD\RU�TXH�OD�YLGD�GH�FDGD�XQD�GH�ODV�YtFWLPDV�

Dicho con estas o con otras palabras estamos hablando de hacer explícito el reconocimiento del daño injusto 

causado a las víctimas. Muchas víctimas han manifestado reiteradamente que necesitan este reconocimiento 

básico. Este proyecto de Norma para promover la reinserción de personas presas condenadas por delito 

de terrorismo parte de esta premisa.

Sobre esa base, desarrolla los valores centrales de la justicia restaurativa. Valores que algunos autores han 

sintetizado en cuatro conceptos: encuentro, reparación, reintegración y participación.

��(QFXHQWUR��(VWH�SUR\HFWR�GH�1RUPD�FRQWHPSOD��VLHPSUH�HQ�XQ�PDUFR�GH�GHFLVLyQ�OLEUH�\�YROXQWDULD��
la posibilidad de encuentro directo entre la víctima, las personas presas y entidades colaboradoras 

que puedan participar en el proceso.

��5HSDUDFLyQ��(VWH�SUR\HFWR�GH�1RUPD�SUHYp�GLIHUHQWHV�IRUPDV�GH�UHSDUDFLyQ�D�ODV�YtFWLPDV�\�D�OD�
sociedad, mediante la posibilidad de desarrollar una serie de itinerarios que permitan una contribución 

personalizada por parte de la persona presa.

��5HLQWHJUDFLyQ��(VWH�SUR\HFWR�GH�1RUPD�VLW~D�D�OD�YtFWLPD�FRPR�DFWRU�GH�OD�FRQVWUXFFLyQ�VRFLDO�GH�OD�
convivencia y contribuye a un reingreso del preso en la sociedad como una persona con capacidad 

de cooperación pro-social para la paz y la convivencia.

��3DUWLFLSDFLyQ��(VWH�SUR\HFWR�GH�1RUPD�VH�DVLHQWD�HQ�XQ�SULQFLSLR� UHFWRU�� OD�SDUWLFLSDFLyQ� OLEUH�\�
voluntaria de víctimas y personas presas en todas las fases del proceso restaurativo. 

Estamos hablando de un proceso sumamente complejo, sin duda; pero sus efectos reparadores sobre las 

víctimas y la sociedad pueden ser más intensos y profundos que los que ofrece la aplicación de una justicia 

meramente punitiva.

Las personas presas participan también de un proceso de mayor valor personal, vital, social y político. No 

podemos olvidar, por otra parte, que este enfoque no es una ocurrencia aislada, sino una corriente europea 

TXH�KD�VLGR�UDWLÀFDGD�QRUPDWLYDPHQWH�SRU�ODV�LQVWLWXFLRQHV�HXURSHDV�PHGLDQWH�OD�'LUHFWLYD���������GH�OD�
UE, y que ha incorporado el Estatuto de la Víctima del Delito.

(Q�GHÀQLWLYD��XQD�SROtWLFD�GH�UHLQVHUFLyQ�\�UHLQWHJUDFLyQ�VRFLDO��DVHQWDGD�HQ�OD�MXVWLFLD�UHVWDXUDWLYD��FRPR�OD�
que promueve el Gobierno Vasco a través del Programa Hitzeman y de este proyecto de norma, permiten 

desarrollar un proceso y alcanzar unos resultados de valor añadido. Constituyen una pedagogía de la 

reparación, de la convivencia y de la prevención del delito con efectos educativos de largo alcance.

Ese valor añadido se resume en una idea sencilla: vivir y convivir mejor, más humanamente. Este es, en 

última instancia, el objetivo de este empeño.


